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I.- LAS EMPRESAS MULTISERVICIOS: CONSIDERACIONES GENERALES 

        A) La proliferación de las EMS y la aparición de una nueva categoría de 
trabajadores          

          El avance imparable de la externalización de servicios tanto desde el punto de 
vista de los sectores o actividades económicas en los que se manifiesta como desde la 
perspectiva del número de empresas que se acogen a él, ha encontrado un estímulo 
importante a su progresión en la consolidación de un nuevo paradigma que va 
sustituyendo paulatinamente al anterior.  

          Si hasta tiempos muy recientes el terreno de juego de la subcontratación venía 
delimitado por la presencia en el mercado de una pluralidad de empresas especializadas 
en la prestación de un concreto y determinado servicio que, en general, en sus relaciones 
laborales con los trabajadores ocupados en cada uno de sus centros de trabajo se 
sometían a la regulación contenida en el convenio colectivo sectorial, preferentemente 
de ámbito provincial, que regulaba las condiciones del personal en términos que si bien 
diferían notablemente, a la baja, de las aplicables al ocupado en la empresa cliente 
donde desarrollaban su labor, les procuraba un “trabajo decente” y un “estatus digno” de 
vida, y le garantizaba la estabilidad en el empleo ante los cambios de contrata,  el nuevo 
modelo de subcontratación que se está implantando de manera paulatina en gran número 
                                                            
1 Texto de la intervención oral en las Jornadas sobre "Problemas laborales de externalización y reversión 
de las actividad productiva", Albacete 9 y 10 junio 2016. Dada la extensión del apartado dedicado a las 
empresas multiservicios no hubo tiempo de abordar el relativo a las cooperativas.    
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de empresas pasa por encargar o encomendar la realización de un conjunto de 
actividades, o de una sola, a una empresa dedicada a la gestión integral de servicios. 
Proceso que se desarrolla tanto en el ámbito privado como en el público y que afecta no 
sólo a actividades previamente subcontratadas a empresas tradicionales de servicios, 
sino también a los que son objeto de nueva concertación, externalización o 
privatización, lo que fomenta su potencial de transformación de la realidad.   

         Sin descartar otros posibles beneficios derivados del recurso a las denominadas 
empresas multiservicios (en adelante EMS), como los que representa para la empresa 
comitente la mayor simplicidad en el proceso de contratación y el ahorro inherente al 
mismo, así como contar con un interlocutor único en la ejecución, desarrollo y 
finalización de la contrata o concesión, y el que supone para la EMS la mayor eficiencia 
y flexibilidad en la gestión de los equipos de trabajo, la ventaja principal, sin duda, es el 
abaratamiento del precio del servicio contratado como consecuencia de la reducción de 
los costes laborales. Minoración que se consigue, básicamente, a través de la 
inaplicación por las EMS del salario y de las condiciones estipuladas en los convenios 
colectivos sectoriales previstos para las diferentes actividades que lleva a cabo. 

            Con la misma finalidad introductoria a la problemática laboral que suscitan esta 
clase de empresas, es de advertir que en estos últimos años se aprecia una tendencia 
hacia una mayor complejidad en el sector, en el que coexisten un reducido número de 
empresas de gran tamaño y ámbito estatal, creadas hace varios años y plenamente 
consolidadas, con una miríada de pequeñas y medianas empresas con un espacio 
geográfico de actuación más reducido y en proceso de expansión. Así, se observa, por 
un lado, una inclinación de determinadas EMS a la progresiva asunción de tareas de 
mayor valor añadido, con superior nivel de exigencia, que precisan de cierto sustento 
tecnológico y de una fuerza de trabajo más preparada y mejor retribuida. Confluye 
también un proceso  de especialización, a virtud de la cual determinadas EMS se limitan 
a prestar un conjunto de servicios interrelacionados y muy especializados en un entorno 
concreto, como p. ej., el aeroportuario. Otro fenómeno a considerar, en este caso 
incipiente, es la internacionalización, de la que encontramos huella en la STSJ Rioja 19-
6-14 (Rec. 89/14).  Tampoco cabe ignorar la actuación como EMS de determinados 
Centros Especiales de Empleo para personas con discapacidad con especiales 
dificultades de acceso al trabajo. A todo ello se une, sin ánimo exhaustivo, la 
conformación de grupos de empresas integrados por EMS, empresas especializadas en 
la prestación de un determinado servicio, y ETT, que en algunos casos intervienen 
también como agencias de colocación.     

          En otro plano, y por su eventual incidencia futura en la negociación colectiva, no 
cabe ignorar que según datos facilitados por las organizaciones sindicales algunas EMS 
de singular dimensión mantienen contactos de cara a constituir asociaciones patronales 
específicas en sectores como el de logística e industria, y servicios integrales a edificios 
y servicios auxiliares a la seguridad, lo que les permitiría negociar convenios colectivos 
sectoriales en los niveles correspondientes.     
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           La realidad que se percibe desde una atalaya ciertamente limitada, que obliga a 
extremar la precaución y a someter a una mirada crítica cualquier afirmación, es la de 
que el fenómeno de las EMS ha devenido en una suerte de conglomerado difuso de 
realidades muy diversas en permanente movimiento expansivo, y dotado de una energía 
y capacidad de desarrollo extraordinario, que va extendiendo y ampliando sus tentáculos 
al tiempo que, al menos en ciertos aspectos, los difumina y oculta. 

          Sin embargo, frente a las dificultades que plantea el conocimiento de ese 
fenómeno, y la consiguiente necesidad de profundizar en el mismo, objetivo que 
desborda los límites de esta intervención, en estos momentos hay más elementos de 
juicio, a los que más adelante se hará referencia, para sostener que esta figura está 
propiciando la aparición de una nueva categoría de trabajadores que desarrollan su 
actividad en peores condiciones que los integrados en la plantilla de una empresa 
tradicional de servicios, y que a cambio de su prestación laboral – que en  general se 
desarrolla a un ritmo superior - unos sueldos sensiblemente inferiores que, en bastantes 
casos, les sitúan en el umbral de la pobreza.  

          Es forzoso reconocer que las EMS no son una institución novedosa en nuestro 
país, pues tienen más de 20 años de historia. Sin embargo, la gravedad de la última 
crisis económica, unida a la reforma laboral de 2012, son algunos de los factores que  
han  dado lugar a la “tormenta perfecta”, para que dicho fenómeno haya alcanzado la 
relevancia que actualmente tiene que, desde el enfoque que aquí interesa, y sin 
desconocer la importancia de los restantes, como el que atiende a la posible 
competitividad desleal con las empresas de servicios clásicas, o la incidencia en la 
calidad de los servicios, está cristalizando en la aparición de una nueva categoría de 
trabajadores que representa otro escalón descendente en la escalera de la desigualdad,  
acreciendo la distancia con los ocupados en las empresas contratantes e intensificando la 
segmentación de aquellos que prestan servicios en régimen de subcontratación.  

           A la diferenciación clásica de las condiciones retributivas y laborales de los 
trabajadores de las empresas contratistas con respecto a las de los empleados 
pertenecientes a la plantilla de la empresa comitente, se une ahora la que separa de los 
primeros a los trabajadores de las EMS. El tratamiento distintivo se manifiesta en los 
múltiples aspectos de la relación de trabajo, aunque es más evidente en el salarial, si 
bien se proyecta de manera relevante en otras esferas, como en la de de estabilidad en el 
empleo en el supuesto de sucesión de contratas, sin que pueda tampoco pueda 
desconocerse su repercusión a corto, medio y largo plazo en otras facetas tanto 
individuales – como p. ej., la desprofesionalización de los afectados, el mayor riesgo de 
sufrir accidentes de trabajo y contraer enfermedades profesionales o la incidencia en la 
cuantía de las prestaciones de Seguridad Social -, y colectivas, como el impacto 
negativo en la  presencia sindical en un sector básico en la sociedad actual, como es el 
terciario, y la potenciación de la representación unitaria por las empresas, singularmente 
las de menor tamaño, en beneficio de su posición.       
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           Una de las expresiones más extremas de la desigualdad, que últimamente ha 
adquirido una especial visibilidad en los medios de comunicación es la creciente 
externalización total, o parcial, por parte de las empresas hoteleras de los servicios 
atendidos tradicionalmente por el personal del Departamento de Pisos (Gobernantas y 
camareras de pisos), con el objetivo de conseguir una rebaja considerable de los costes, 
no sólo mediante la reducción de los salarios respecto de los marcados por el convenio 
colectivo sectorial aplicable, sino a través de otras fórmulas de gestión y retribución de 
la mano de obra, como el “trabajo a la llamada”, el “trabajo a  destajo”, con sistema de 
remuneración por “unidad de obra” (habitación), unidas a una mayor tasa de 
temporalidad y de parcialidad en la jornada -con la merma retributiva adicional que esta 
última representa -, de superior exposición a los riesgos laborales dados los ritmos de 
trabajo, y a la elusión de la subrogación. 

           El anterior ejemplo sirve también para visualizar una doble nota que caracteriza a 
este tipo de empresas, relativa una al carácter poco cualificado de los servicios que 
prestan, y la otra a la condición mayoritariamente femenina del personal que emplea, 
con el consiguiente retroceso en las políticas de igualdad de género y repercusión 
desfavorable en el  ámbito de la pobreza, que afecta en mayor medida a las mujeres.     

           Hay que resaltar que la temática de las EMS, cuya importancia hasta la reforma  
laboral de 2012 era escasa, ha pasado a constituir una de las cuestiones que suscita 
mayor preocupación en las organizaciones sindicales de lo que son muestra las 
actuaciones desarrolladas en el último año por UGT y CCOO sobre la base de la 
declaración realizada el 12 de marzo de 2015. 

         Ciertamente, la solución de la problemática que están generando este tipo de 
empresas no se encuentra sólo, ni principalmente, en la dada por los órganos 
jurisdiccionales del orden social y por la Inspección de Trabajo al resolver las demandas 
y denuncias formuladas por los trabajadores afectados y sus representantes legales y 
sindicales. La respuesta debe articularse desde distintos planos, empezando, sin 
intención ni mucho menos de agotar el tema, por la concienciación de las empresas 
principales y de los representantes del personal sobre este asunto y por la 
implementación por los mismos de los mecanismos que están en sus manos arbitrar, 
siguiendo por la acción sindical y las eventuales previsiones a introducir en la 
negociación colectiva sectorial, y terminando por la regulación normativa.  

          No obstante, las cuestiones suscitadas ante los tribunales laborales, y las 
contestaciones que han recibido pueden ayudar a establecer un correcto diagnóstico y 
enfoque de los distintos temas específicos referentes a esta clase de empresas y a 
entrever las fórmulas más adecuadas para solventarlos. A esta finalidad pretende 
contribuir esta intervención, si bien con carácter previo es conveniente diferenciar esta 
figura de aquellas con las que puede plantear algún grado de confusión.       

       B) Concepto, origen y función inicial de las EMS, Delimitación de otras figuras  
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        a.- En  forma meramente descriptiva, se puede definir a las EMS como aquellas 
empresas cuya actividad consiste en prestar una pluralidad de servicios, normalmente 
con carácter permanente, a terceros, aportando el personal necesario para ello que, por 
lo general, desarrolla sus cometidos en las instalaciones de la empresa cliente.  

         La realización por las EMS de las actividades y servicios encomendados por su 
principal se encauza, al igual que sucede con las empresas proveedoras de un único 
servicio, a través de las figuras de la contrata y subcontrata de servicios y de la 
concesión administrativa, en función de la naturaleza privada o público del aquél, 
mediante la suscripción de los correspondientes contratos de arrendamientos de 
servicios o de gestión de servicios públicos 

          b.- La aparición en España de las EMS se remonta a la década de los años 
noventa del pasado siglo, configurándose en su inicio como una alternativa a las 
empresas de trabajo temporal.  

         Si bien ambas figuras tienen en teoría importantes elementos diferenciales, 
empezando porque lo que hacen las ETT es prestar trabajadores a la empresa usuaria 
para que, bajo su mando, desarrollen tareas que para ella tienen carácter temporal, 
mientras que lo que las EMS prestan determinados servicios que, en general, tienen 
carácter permanente para las empresas clientes, con personal al que organizan y dirigen, 
existen otros factores que les aproximan y que, en ocasiones, hacen difícil deslindar en 
la práctica una de otra.  

         Un buen ejemplo lo tenemos en el ya expuesto de externalización del servicio de 
limpieza y arreglo de las habitaciones, lo que no sólo preocupa a los trabajadores y a los 
Sindicatos, sino que se ha convertido también en fuente de inquietud para las ETT, en  
tanto que la forma de operar de las EMS, y en general de la empresas de servicios, 
puede responder más al modelo de la ETT - con las que compiten sin tener que soportar 
sus cargas -, que al de las contratas o subcontratas de servicios.   

        Muestra de esa preocupación es la impugnación de determinados preceptos de los 
convenios colectivos de las EMS  Expertus Servicios Hoteleros S.L. y J2Y Serhotel 
Outsourcing, SLU por parte de la Asociación de Empresas de Trabajo Temporal, 
demandas que fueron desestimadas por la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional 
mediantes sendas sentencias fechadas el 30 de mayo de 2014 (autos 90/14 y 92/14). En 
la primera de ellas, después de señalar que las ETT están sujetas a estrictos requisitos de 
autorización, avales y garantías, controles administrativos, etc., así como a una 
regulación que reconoce determinados derechos a los trabajadores, entre los que destaca 
el recogido en el art. 11.1 de la Ley 14/1994, y asumir que este no es aplicable a las 
empresas de externalización de servicios, por lo cual si se permite que una de estas 
empresas actúe dentro del espacio reservado a las ETT se producirá un daño cierto en la 
competencia en dicho mercado, dado que podrán aplicar salarios y condiciones de 
trabajo inferiores a las vigentes en la empresa cliente, algo que no puede hacer una ETT, 
el Tribunal arguye que la mera posibilidad, más o menos elevada de que la empresa 
demandada realice actos de puesta a disposición de trabajadores no puede elevarse en 
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causa de ilicitud del convenio de empresa, debiendo valorarse en cada caso concreto si 
en las concretas contrataciones la empresa pueda realizar actos de puesta a disposición, 
lo que tendría las consecuencias legalmente previstas.  

         La segunda de las sentencias citadas se pronuncia en términos similares llegando a 
afirmar que “sin duda resulta preocupante la proliferación en el mercado de empresas 
de externalización de servicios que, basadas en un abaratamiento de los costes 
laborales por el sencillo mecanismo de constituir mercantiles a las que se dota de un 
convenio colectivo propio inferior siempre a los precios de los convenios de sector, 
compiten en condiciones ventajosas con otras empresas con costes más elevados (es 
palmario para las ETT que han de abonar el mismo salario que la usuaria) y se 
aprovechan en situación de crisis económica de la depreciación del valor de los 
recursos humanos. Ahora bien, quizá no sea la jurisdicción social y salvo soluciones 
que puedan darse para casos concretos y normalmente además a través de modalidades 
procesales distintas a la hoy empleada, el cauce idóneo para que los poderes públicos 
puedan atajar estas prácticas ilícitas cuando efectivamente se produzcan. Más 
adecuado resultará acudir a la Inspección de Trabajo desde el momento en que la 
cesión ilegal de trabajadores es una infracción muy grave, art. 8.2 LISOS”. Esta 
sentencia fue recurrida en casación ordinaria por la asociación demandante, pero la STS 
1-12-15 (Rec. 40/15) lo desestimó por concurrir defectos insubsanables en el escrito de 
interposición, sin pronunciarse sobre el fondo del asunto.   

          Otro ejemplo de lo expuesto lo constituye la asunción por EMS de actividades 
atendidas previamente por ETT, sin que ese cambio vaya acompañado de variaciones 
significativas, como en el caso que resuelve la TSJ Cataluña 13-5-15 (Rec. 1981/15), en 
la que una y otra pertenecían al mismo grupo mercantil. O la puesta a disposición de un 
trabajador por una ETT para que desarrolle su actividad en una EMS (TSJ Madrid 20-
12-12, Rec. 4610/12).  

        Es de notar que los trabajadores “de operaciones” de las EMS, a diferencia de los 
trabajadores “en misión” de las ETT, no se benefician del principio de equiparación 
retributiva con el personal de la empresa contratante que proclama el art. 11 de la Ley 
11/1994, de 1 de junio. En tal sentido la sentencia de 3 de noviembre de 2012 (Rec. 
657/12), de la Sala de Valencia razona que “el diferente régimen jurídico de las 
empresas de trabajo temporal y las contratas o subcontratas de obras o servicios (no 
supone) una discriminación salarial, pues ambos fenómenos de externalización 
productiva operan sobre situaciones distintas. Así, aunque tanto los trabajadores 
cedidos como los de una contrata o subcontrata pueden prestar sus servicios en las 
instalaciones de la empresa principal o usuaria, concurriendo con los trabajadores de 
ésta, los operarios puestos a disposición están sometidos al poder de organización y 
dirección de la empresa usuaria, mientras que los pertenecientes a las plantillas de las 
empresas contratistas o subcontratistas siguen estando subordinados a éstas. Por tal 
motivo rechazamos también la aplicación analógica del citado artículo 11 de la Ley de 
Empresas de Trabajo Temporal”. 
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          Entre las medidas que se han articulado para hacer frente a la situación descrita, 
cabe mencionar la plasmada en el art. 18 del convenio colectivo de Hostelería de Santa 
Cruz de Tenerife que prohíbe la contratación o subcontratación para los servicios de 
restaurantes, bares, cocinas, recepción y pisos, admitiéndola por el contrario para las de 
carácter accesorio, como jardinería, animación, tareas específicas de mantenimiento 
técnico, servicios de socorrismo, labores especializadas de limpieza, sin incluir la 
limpieza normal y habitual de las zonas comunes de trabajo y de las zonas de clientes, 
así como el servicio de seguridad con la puntualización de que se debe realizar con 
guardas o con vigilantes de seguridad. Sobre la validez de este tipo de cláusulas se ha 
pronunciado el Tribunal Supremo, entre otras, en la sentencia de 12-4-11 (Rec. 852/10). 

          Otras figuras que deben diferenciarse de las EMS son las que representan las 
empresas auxiliares de servicios, vinculadas exclusivamente a la seguridad (control de 
accesos…), o las dedicadas únicamente a la prestación de servicios integrales a 
edificios, aunque una y otra actividad pueden formar parte de las realizadas por las 
EMS. Tampoco hay que confundirlas, claro está, con las empresas de multiservicios del 
hogar. 

       II.- PROBLEMAS LABORALES EN LAS EMPRESAS MULTISERVICIOS  

          En el desarrollo de su relación laboral con las EMS, los asalariados, además de 
afrontar los problemas típicos que el trabajo en régimen de subcontratación implica, 
entre los que destacan, entre otros, los relacionados con la precariedad en el empleo 
(contratación temporal y a tiempo parcial fraudulenta), el prestamismo laboral, la 
prevención de riesgos laborales, y la delimitación de las responsabilidades de la 
empresa principal, tienen que enfrentarse, además, a dos dificultades específicas: una, 
en el ámbito de la negociación colectiva, de cuya solución dependen otras cuestiones 
fundamentales que le están subordinadas, como las condiciones laborales por las que se 
han de regir; y la otra, relativa al mantenimiento del empleo cuando se produce un 
cambio en la contrata, problemas que aun diferenciados para su análisis presentan claros 
puntos de conexión, como se verá al abordar el estudio del segundo.    

          Es principalmente en el campo de la negociación colectiva donde han surgido  
una serie de dificultades adicionales a las que existentes en las empresas que se dedican 
a la prestación de un único servicio a terceros, determinantes de un menor nivel de 
protección de los trabajadores, en las que se centra esta intervención sin perjuicio de se 
haga una breve consideración final sobre la temática singular en materia de 
subrogación.  

          A pesar de que su análisis desborda el tiempo de esta ponencia, no puede faltar 
una breve referencia al fenómeno de la cesión de trabajadores en el marco de una 
contrata realizada con una EMS, en la medida que el ofrecimiento en el mercado de una 
pluralidad de servicios de diferente naturaleza, y, en su caso, la prestación conjunta de 
varios de ellos a favor de un mismo cliente, puede facilitar que lo que en realidad se 
produzca no sea una operación de externalización de una actividad para que sea 
realizada por la EMS con la organización y los medios que conforman su estructura 
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empresarial, sino un mero suministro de trabajadores, como podría suceder p.ej. en 
aquellos casos en los que lo que se subcontrata es la limpieza de las habitaciones y las 
zonas comunes de un Hotel. 

           Un supuesto representativo, aunque el tribunal no apreciase, con criterio 
discutible, la existencia del prestamismo prohibido, lo encontramos en la STSJ 
Valladolid 25-6-15 (Rec. 908/15), recaída en un caso en el que la empresa titular de un 
Teatro encomendó a una EMS la prestación del servicio técnico de escenario, 
especificándose en el pliego de condiciones que la Dirección Técnica del Teatro sería la 
que determinaría los servicios necesarios que efectivamente debían prestarse en cuanto 
a número de plantilla, categorías, horarios, jornada y supervisaría el trabajo, y que el 
ejercicio de la actividad se desarrollaría bajo las instrucciones dadas por el responsable 
del servicio de la Fundación y las necesidades puntuales que demandase cada evento. 
Tal encargo se prolongó durante varios años, la contratista facturaba mensualmente en 
función del número de horas realizadas por los trabajadores, y del número de éstos y 
contaba con un supervisor que acudía al centro de trabajo con periodicidad semanal.   

        III.- NEGOCIACIÓN COLECTIVA 

         En ausencia de un convenio colectivo para el subsector de las EMS, a nivel 
provincial, autonómico o estatal, cuya negociación presenta enormes dificultades dada 
la gran disparidad existente entre los diferentes servicios que ofertan en el mercado, se 
abre el interrogante de determinar qué criterios hay que utilizar para seleccionar la 
norma convencional sectorial por la que han de regirse en su relación con el personal, 
dada la especial situación creada por la poliactividad productiva que las caracteriza y 
que se manifiesta en la prestación, en el marco de la misma o de diferentes contratas, de  
servicios de distinta naturaleza susceptibles de encontrar acomodo en el ámbito de 
diversos convenios sectoriales.   

          Como es sabido, los convenios colectivos sectoriales - provinciales, 
interprovinciales, autonómicos o estatales - configuran sus ámbitos funcionales de 
aplicación por referencia a una o más actividades productivas o de servicios, atendiendo 
a criterios de homogeneidad o similitud que permiten establecer una regulación 
uniforme de las condiciones de trabajo del personal que las efectúa; actividades cuyo 
ejercicio por una concreta empresa acarrea la aplicación automática de la 
correspondiente disposición convencional que, por su  eficacia normativa, se impone a 
las relaciones de trabajo incluidas en su ámbito, sin precisar del complemento de 
voluntades individuales, situándose en la esfera de lo indisponible.  
 
          Según recuerda la STS 10-6-15 (Rec 175/14), con arreglo al sistema de fuentes 
establecido en el art. 3.1 ET, la determinación del convenio colectivo aplicable a una 
relación laboral queda fuera de las posibilidades de contratación individual, 
imponiéndose a las partes de forma automática e imperativa por mor de lo dispuesto por 
el art. 82.3 ET, si bien, como precisa la STS 9-12-15 (Rec. 135/14), en nuestro 
ordenamiento jurídico aplicable no existen reglas para la identificación de la norma 
convencional aplicable, más allá de las previsiones generales de los artículos 83.1 y 823  
ET relativas a que los convenios tienen el ámbito de aplicación que las partes acuerden 
y obligan a todos los empresarios incluidos en su ámbito de aplicación. 
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          Ahora bien, cuando la actividad de la empresa consiste en la prestación, a 
terceros, de una pluralidad de servicios de diversa índole, susceptibles de ser 
encuadrados en el ámbito funcional de diferentes convenios colectivos sectoriales, surge 
la necesidad de identificar la regulación o regulaciones convencionales a las que debe 
someterse la empresa, y, por ende, el estatuto jurídico de los trabajadores que 
desarrollan tareas comprendidas en el ámbito de diferentes convenios sectoriales, o que 
llevan a cabo  actividades que no pueden subsumirse en el radio de acción de ninguno 
de ellos, como sucede, en general, en los servicios auxiliares de control de accesos, 
portería y conserjería en las instalaciones del cliente, evitando situaciones de vacío 
convencional que implican un agravio comparativo frente a los restantes colectivos de 
trabajadores de la EMS, nada deseables, especialmente en materia de subrogación.  

         Lejos de lo que podría pensarse en una primera aproximación, el problema 
enunciado, no se suscita, y es de obligada resolución, únicamente cuando la EMS no 
cuenta con un convenio colectivo propio de empresa, sino que también se puede 
plantear cuando disponga del mismo, supuesto en el que la norma sectorial, de ser 
anterior en el tiempo, actúa como norma mínima en las materias no enumeradas en el 
art. 84.2 ET y desplaza  al convenio colectivo de empresa en aquellos aspectos en los 
que contenga una regulación menos favorable para los trabajadores que la fijada en la 
disposición sectorial aplicable. E incluso en el caso de que el convenio de ámbito 
posterior en el tiempo y la materia de que se trate – singularmente la obligación de 
subrogación - no esté regulada en el convenio colectivo de empresa y se debata la 
posible traslación de la cláusula incorporada al convenio o colectivos sectoriales 
correspondiente a la actividad o actividades afectadas, como en el caso que resuelve a 
favor de su aplicación la TSJ Castilla-La Mancha 26-1-16 (Rec. 1501/15) la última de la 
serie de las que en ella se citan en las que estaba implicada la EMS Umano. Por todo 
ello, no puedo estar de acuerdo con la afirmación categórica de algún sector doctrinal en 
el sentido de que “el convenio colectivo sectorial no resulta aplicable en el caso de que 
exista un convenio colectivo de empresa”.      

       No obstante lo anterior, a efectos expositivos dividiré el presente capítulo en dos 
apartados:  el primero, está dedicado a las EMS carentes de convenio colectivo propio 
de empresa, en las que el asunto  jurídico fundamental que hay que resolver es, 
precisamente, la identificación del convenio colectivo aplicable, mientras que el 
segundo se ocupa de c las EMS dotadas de una regulación convencional propia, en las 
que al problema enunciado se suma principalmente el que surge como consecuencia del 
ámbito y contenido de los convenios colectivos hasta ahora firmados, en conexión con 
la regla legal de prioridad aplicativa del convenio colectivo de empresa y con las 
previsiones relativas a su ámbito territorial.  

          Pero antes de abordar ese análisis diferenciado conviene reparar en que, como 
advierte la STS 14-11-07 (Rec. 2910/06), la cuestión de carácter general relativa al 
convenio colectivo aplicable en el ámbito de las contratas multiservicios,  no es 
equivalente al problema de determinación del salario que puede surgir en ese marco a la 
vista de las funciones desempeñadas por uno o más trabajadores de la EMS en la 
empresa cliente. Esa cuestión es la que examina la STSJ C. Valenciana 9-11-05 (Rec. 
1247/05), dictada en un supuesto  el que las tareas que desarrollaba el actor en la 
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empresa IBM no eran las descritas para la categoría profesional de peón en el convenio 
de Limpieza de Edificios y Locales, aplicado por la EMS,  sino las propias de un 
"mantenedor" básico, dirigidas a asegurar un correcto funcionamiento de las 
instalaciones, que podían ser desarrolladas por personal contratado directamente por la 
comitente. Y también, el que resuelve la TSJ Málaga 25-5-06 (Rec. 942/06), que se 
decantó asimismo por la aplicación del salario previsto en el convenio colectivo de la 
empresa comitente dada la multiplicidad de funciones encomendadas al trabajador 
demandante y la cláusula de disponibilidad para la empresa principal que rigió su 
prestación de servicio. 

          1.- EMS SIN CONVENIO COLECTIVO PROPIO DE EMPRESA 

          Si bien ni el ordenamiento jurídico laboral, ni los acuerdos colectivos alcanzados 
en el marco de los apartados 2 y 3 del artículo 83 ET, ofrecen una respuesta a la 
pregunta anteriormente expuesta, la doctrina de suplicación y, de manera reciente, la 
Sala de lo Social del Tribunal Supremo, han venido sentando determinadas pautas para 
su solución, cuyo análisis permite anticipar que la delimitación del convenio colectivo 
aplicable no puede solventarse a partir de un criterio unívoco, aplicable en todos los 
supuestos, sino teniendo en cuenta las circunstancias concurrentes en cada caso 
concreto, debiéndose atender a tal propósito de manera principal a aquellas que a 
continuación se relacionan. 

         Sin embargo, antes de hacerlo resulta oportuno hacer una referencia a la 
desprotección laboral que genera la laguna apreciable en este punto y la falta de una 
doctrina jurisprudencial concluyente, que llega a extremos alarmantes como el 
enjuiciado por la STSJ Asturias 13-11-15 (Rec. 1959/15) en el que una EMS que 
desarrolla su actividad en el Principado  pese a llevar a cabo distintas actividades que 
tenían encaje en varios convenios colectivos sectoriales, no aplicaba ninguno de ellos y 
retribuía la prestación de servicios de todos su personal con el salario mínimo 
interprofesional. La toma en consideración de esa situación permite establecer además 
un nexo de unión con el segundo apartado de este Capítulo pues pocos meses después 
de la reclamación formulada por el trabajador demandante en el mencionado proceso al 
objeto de que se le aplicase un determinado convenio sectorial, la EMS demandada 
suscribió con el delegado de personal un convenio colectivo de empresa, publicado en el 
BOPA 24-7-15, con una duración de 8 años y 7 meses, en el que para los Grupos de 
iniciación y I – en los que se encuadran la mayor parte de los trabajadores se fija un 
salario anual de 9.080,40 euros, y en cuyas disposiciones adicionales se introducen un 
conjunto de previsiones para “blindar” el convenio colectivo de empresa y facilitar su 
implantación en otros territorios, a saber: 1ª) la no complementación con otros 
convenios colectivos, salvo expresa remisión a los mismos; 2ª) su prioridad aplicativa 
respecto de los convenios colectivos sectoriales de cualquier ámbito, sin salvedad 
alguna; 3ª) su aplicación a todos los trabajadores de la empresa en cualquier punto de 
España. 

         Dicho lo anterior, veamos los distintos supuestos  que pueden presentarse. 
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           A).- Trabajadores ocupados en exclusiva en una actividad incardinable en un 
convenio colectivo sectorial  

a) Regla general; criterio de especialidad   

          En esta primera hipótesis, en la que las actividades desarrolladas por los 
trabajadores de la EMS, cuentan con un convenio colectivo sectorial específico que les 
es de aplicación, la doctrina mayoritaria de la AN y de los TSJ se ha inclinado por 
otorgar primacía al criterio de especialidad en la elección de la norma sectorial aplicable 
sobre el principio de unidad de empresa, conforme al cual todos los trabajadores de la 
EMS deberían regirse por un único convenio colectivo: el de la actividad principal a la 
que se dedique su empleador.  

           Con arreglo al criterio mayoritario, los trabajadores de las EMS se han de sujetar 
al convenio colectivo sectorial cuyo ámbito funcional comprenda la concreta actividad 
que llevan a cabo. De esa forma sus condiciones laborales estarán en función de la clase 
de trabajo prestado, que es el parámetro o más adecuado y objetivo frente al alternativo 
de la actividad preponderante de la EMS en su conjunto que llevaría a alejar su estatus 
de la esfera natural que le es propia y a expandir un convenio colectivo fuera de su 
campo específico para regular situaciones muy distintas de las contempladas en él.      

           En este tipo de empresas, la especificidad que justifica la inaplicación del 
principio de unidad de empresa, viene determinada por la naturaleza independiente y  
heterogénea y normalmente inconexa de las actividades que ejecutan por cuenta de los 
terceros, que impide hallar un punto de encuentro y considerar a una de ellas como 
preponderante respecto de otras de muy distinta naturaleza. Esta singularidad resta 
importancia al elemento formal que representa la pertenencia a una misma organización 
empresarial y a la eventual preeminencia de una de ellas desde la perspectiva de la 
facturación o del número de trabajadores ocupados, lo que desde el punto de vista 
conceptual no la transforma necesariamente en principal y a las restantes en accesorias, 
secundarias o complementarias. 

           Aunque el centro de trabajo sea común, la diferenciación existente entre las 
distintas actividades que se desarrollan en el mismo hace más razonable  la aplicación 
de dos o más convenios sectoriales distintos, teniendo en cuenta además que lo habitual 
es que no exista prestación indistinta de servicios por parte de los trabajadores de la 
EMS atendiendo actividades comprendidas en ámbitos de aplicación de distintos 
convenios colectivos sectoriales y tampoco trasvases de personal desde una actividad a 
otra distinta. 

           Por otra parte, la aplicación del convenio colectivo correspondiente a la actividad 
nuclear de la empresa tiene sentido y lógica cuando las restantes actividades carecen de 
un convenio colectivo sectorial específico. Pero si existen, como en el supuesto que se 
analiza, parece más racional que se apliquen las normas convencionales que se adaptan 
mejor a cada actividad productiva y al tipo de trabajo desarrollado por el personal 
adscrito a cada una de ellas. En esa hipótesis, la conexión funcional es preferible a la 
conexión “actividad principal”, teniendo en cuenta que el contenido de la prestación y 
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las condiciones laborales se amoldarán más que las previstas en el convenio colectivo  
predicable de la actividad preponderante, salvo que una y otra coincidan.  

           Nótese, asimismo, que el recurso al principio de unidad de empresa puede servir 
de coartada a las empresas para privar a su personal de cobertura convencional 
colectiva, y provocar serios problemas aplicativos, como es de ver en la STSJ Madrid 
23-9-15 (Rec. 215/15). En ese supuesto, la EMS tenía como actividades principales la 
limpieza, la conserjería, el mantenimiento, la jardinería y el mantenimiento de piscinas 
y no aplicaba ningún convenio colectivo a sus trabajadores; uno de ellos, que 
desempeñaba funciones de jardinero en una Urbanización, reclamó la aplicación del 
convenio provincial de jardinería, pretensión que fue rechazada judicialmente bajo el 
argumento de la falta de prueba de la preponderancia de esa clase de servicios.  

              Desde otro aspecto muy relevante en el ámbito de la subcontratación, cuál es el 
del cambio de empresario como consecuencia de la sucesión de contratas, la opción 
interpretativa mayoritaria se revela más ajustada pues la aplicación del principio de 
unidad de empresa podría conducir a situaciones conflictivas de variación del convenio 
referencial en función de la actividad principal desarrollada por las empresas 
implicadas. Empero  también puede argumentarse en sentido contrario con razón que tal 
alternativa posibilita que la obligación de subrogación no se someta a una pauta unitaria 
sino que dependa de las estipulaciones contenidas en cada convenio sectorial, lo que 
resulta manifiestamente disfuncional.    

           Más justificación si cabe tiene la aplicación del canon de la especialidad cuando 
en un determinado centro de trabajo, la EMS presta un único servicio a favor de la 
empresa cliente, situación que puede producirse en la práctica pues el hecho de que la 
EMS desarrolle diferentes actividades en el mercado no implica necesariamente que en 
todas y cada una las contratas deba realizar más de una, pero también debe entrar en 
juego en el caso más característico de que realice diversos servicios por cuenta del 
mismo cliente (contrata de servicios múltiples), sea en el mismo o en diferentes centros 
de trabajo, supuesto en el que se aplicarán tantos convenios colectivos sectoriales como 
actividades sean objeto de la contrata y cada trabajador se regirá por el convenio 
correspondiente al servicio que realice.  

            Conforme a la línea doctrinal expuesta en las EMS no resulta de aplicación un 
único convenio colectivo sectorial, sino tantos como actividades se efectúen en los 
diferentes centros de trabajo, o en el marco de cada contrata, que se deben aplicar de 
forma simultánea y concurrente a los empleados que respectivamente las lleven a cabo, 
lo que supone que en las EMS convivirán colectivos de trabajadores sujetos a diversos 
convenios de ámbito sectorial.  

            Se estima, en definitiva, que son los criterios funcional y territorial de las 
normas sectoriales paccionadas los que hay que conjugar para determinar los convenios 
aplicables en esa clase de empresas, por imperativo de los principios de autonomía 
negocial y libertad sindical de los arts. 37.2 y 28.1 CE, en conexión con los principios 
de libertad de fijación de los ámbitos de negociación y de obligatoriedad de las 
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convenios para todas las empresas que desarrollen actividades comprendidas en su 
ámbito de aplicación que se contienen en los arts. 83.1 y 82.3 ET. 

           La opción por el criterio reseñado presenta indudables ventajas, entre las que se 
cuenta la aplicación de una regulación unitaria a todos los trabajadores que desarrollan 
el mismo tipo de trabajo, al margen de la peculiar configuración del sujeto empleador, 
esto es, con independencia de si se trata de una empresa especializada en la prestación 
de un concreto servicio, o de una EMS que además oferta otros servicios, lo que permite 
acomodar la clasificación profesional y las condiciones de trabajo del personal de las 
EMS a las particularidades del servicio desarrollado, en lugar de someterlas a un 
convenio que regula una actividad de características muy diferentes.  

           Tampoco es despreciable el efecto consistente en evitar situaciones susceptibles 
de distorsionar la competencia efectiva y leal en el mercado, favoreciendo a las EMS – 
que podrían ver reducidos sus costes como consecuencia de la aplicación de un 
convenio diferente del correspondiente al servicio contratado - frente a las que no tienen 
ese carácter, e incluso entre las propias EMS. No obstante, también presenta ciertos 
inconvenientes, entre los que destacan las diferencias de tratamiento de los trabajadores 
de las EMS, sometidos a distintas condiciones laborales según el tipo de servicio y el 
ámbito territorial en que se desenvuelvan las actividades de la empresa.  

            El principio de especialidad ha sido asumido por la Sala de lo Social de la AN 
en la sentencia de 9 de marzo de 2015 (autos 2/15), en la que se razona que “a este tipo 
de empresas, vinculadas a procesos de externalización donde opera abundante mano de 
obra ocupada en todo tipo de actividades y tareas, en tanto que carezcan de convenio 
propio, les resultan de aplicación y atendiendo a cada concreta actividad, el convenio de 
sector o territorial que regule cada una de tales actividades”. En el mismo sentido se han 
pronunciado las STSJ Cataluña 10-2-15, Rec. 7115/14; Valladolid 17-9-14, Rec. 
1062/14 y 14-4-14, Rec 92/14; Burgos 21-11-13, Rec.  616/13; Asturias 28-6-13, Rec. 
1076/13; y Comunidad Valenciana 15-11-12 (Rec. 2508/12); y TSJ Las Palmas 11-5-10 
(Rec. 335/10). 

          La tesis defendida por la doctrina judicial la comparte la Comisión Nacional de 
Convenios Colectivos sobre la base de que, por lo general, ninguna de las actividades 
desarrolladas por las EMS se constituye en la principal, lo que con arreglo al principio 
de especialidad conlleva que cada una de ellas deba regirse por el convenio colectivo 
sectorial correspondiente, resultando aplicables tantos convenios colectivos sectoriales 
como servicios distintos se presten (Expedientes 66/2009 y 105/12, entre los más 
recientes). 

b) Incidencia de la STS 17-3-15 (Rec. 1464/14), 

         No he localizado en las bases jurisprudenciales ninguna sentencia en la que la Sala 
de lo Social de Tribunal Supremo se haya pronunciado sobre el convenio colectivo 
aplicable en la situación a estudio, esto es,  en la que todos los trabajadores de la EMS 
desarrollan actividades que disponen de su propio paraguas convencional sectorial. Pero 
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surge la duda, alimentada por algunas resoluciones de suplicación recientes,  de si es 
posible ampararse en los argumentos que utiliza la TS 17-3-15,  para en el caso hasta 
ahora analizado, descartar  la aplicación del principio de especialidad  y optar por el 
principio de la actividad principal desarrollada por la empresa.   

          A fin de poder pronunciarse al respecto resulta forzoso señalar que en el supuesto 
que enjuicia el Tribunal Supremo una EMS importante que desarrolla su actividad en 
todo el Estado l había suscrito con la comitente un contrato de gestión integral de 
servicios complementarios, que abarcaban la reparación y mantenimiento de equipos de 
edificios, el mantenimiento de ascensores y equipos de seguridad, la limpieza y la 
conserjería. Las demandantes en el proceso trabajaban como auxiliares de información –
actividad que carece de regulación convencional específica – reclamaron la aplicación 
del convenio colectivo provincial de limpiezas, por ser el que se corresponde con la 
actividad principal a la que se dedica la EMS. La Sala de suplicación estimó su 
pretensión, decisión que es confirmada en casación para la unificación de doctrina, 
trasladando a las EMS la doctrina jurisprudencial elaborada en relación a otras empresas 
que, sin tener esa condición, desarrollan diferentes actividades, citando y transcribiendo 
la Corte de casación parte de las sentencias que la contienen. 

           La configuración fáctica del caso, la fundamentación de la sentencia y la 
conclusión a la que llega permite hacer dos lecturas diametralmente opuestas. La 
primera es que el criterio que sienta despliega su virtualidad en todas las EMS, 
partiendo de la premisa de que, a juicio del Tribunal Supremo, el elemento decisivo para 
fijar el estatus convencional de los trabajadores de las EMS lo constituye la actividad 
principal de la empresa en su conjunto, y no las funciones concretas que realizan dentro 
del centro de trabajo. Es de notar que la aplicación de esta solución resultaría inviable 
cuando la actividad principal desarrollada por la EMS no encontrase encaje en el ámbito 
funcional de ningún convenio colectivo sectorial, supuesto en el que en todo caso parece 
razonable acudir al criterio de la especialidad, salvo que se entendiese que de ser así o 
todos los trabajadores de la EMS quedarían desprotegidos convencionalmente y 
sometidos únicamente a la legislación laboral general, lo que no se considera admisible. 
Otro obstáculo a la aplicación generalizada de esta pauta, aparte de los señalados al 
exponer el criterio de la especialidad, es el de la irracionalidad que implica que en 
determinados centros en los que se lleva a cabo una única actividad o varias no 
coincidentes con la principal de la empresa, rija el convenio correspondiente a otra 
actividad diferente.      

         Pero es posible también otra lectura de la sentencia que lleve a la consideración de 
que resuelve un caso particular en el que en un determinado centro de trabajo se 
desarrollan una pluralidad de actividades y parte del personal adscrito al mismo carece 
de cobertura convencional sectorial, de forma que, más allá de los razonamientos 
utilizados, el Tribunal se limita a procurar una salida a la situación de ese concreto 
personal que reclama, sin que ello signifique,  por ejemplo, que los dedicados en esa 
misma contrata al mantenimiento de los ascensores tengan que sujetarse también al 
convenio colectivo de limpiezas.  
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         En todo caso, y en la hipótesis de que prosperase la primera opción, habría que 
plantearse con mayor impulso y rigor la cuestión relativa a la validez y eficacia de las 
disposiciones incorporadas a determinados convenios colectivos sectoriales que 
incluyen expresamente a las EMS que desarrollen actividades comprendidas en su 
ámbito de aplicación.      

             Para concluir este epígrafe ha de ponerse de manifiesto la posibilidad de que la 
actividad que ejecuten  por los trabajadores de una EMS en el marco de una 
determinada contrata se corresponda con la propia de la empresa cliente, como ocurre si 
el servicio prestado consiste en la limpieza de las habitaciones de un Hotel. En ese caso, 
y con independencia de otras consecuencias y responsabilidades en materia laboral, 
preventiva y de Seguridad Social previstas en la legislación laboral (arts. 42, apartados 1 
y 2, ET y 24.3 LPRL),  la norma paccionada por la que se regularán las condiciones 
laborales de ese personal coincidirá con la aplicable a los trabajadores de la empresa 
principal (TSJ Castilla-La Mancha 22-3-06, Rec. 1606/04, aunque empleando 
argumentos diferentes).         

          c) Excepción a la regla general: la aplicación del convenio colectivo al que se 
sujeta la empresa cliente 

          Fuera del supuesto al que acabamos de hacer referencia en el párrafo precedente, 
para la identificación del convenio colectivo aplicable hay que estar a la concreta 
actividad o actividades que realiza la EMS en el marco de la contrata, haciendo 
abstracción de cuál sea la actividad específica de la empresa contratante y la norma 
paccionada a la que se someta. En tal sentido, y frente a algunas resoluciones que 
inicialmente se pronunciaron en sentido contrario utilizando razones de analogía con la 
situación de los trabajadores puestos a disposición por una empresa de trabajo temporal 
(TSJ Castilla-La Mancha 6-11-02, Rec. 1798/02, y TSJC. Valenciana 22-2-07, Rec. 
1686/06), la doctrina de suplicación más reciente ha rechazado mayoritariamente este 
criterio al no existir ninguna norma que, imponga una paridad de condiciones laborales 
entre los trabajadores de las contratas y los de la empresa principal, análoga a la 
establecida en el art. 11 LETT. Y ello, tanto en supuestos en que la EMS contaba con un 
convenio colectivo propio de empresa (TSJ Sevilla 21-6-12, Rec. 3025/10 y 20-11-14, 
Rec. 2489/14), como en otros en que carecía del mismo. Repárese, por lo demás, 
aunque no sea la situación más común, que el convenio sectorial aplicable a la actividad 
realizada por los trabajadores de la EMS puede ser más favorable que el que rija la 
actividad de la empre cliente, como en el caso que decide la TSJ Castilla-La Mancha 
26-7-05 (Rec. 1137/05).  

            A pesar de lo que se ha dicho anteriormente, el criterio general de la 
especialidad puede encontrar una excepción cuando el convenio colectivo sectorial 
aplicable en la empresa cliente incluye, “nominatim”, en su ámbito funcional a las EMS, 
o de manera más general a aquellas empresas que en virtud de cualquier tipo de contrato 
realicen uno o varios servicios, actividades o tareas de los prestados en cualquier 
establecimiento sujeto al convenio sectorial, especificando que en estos supuestos, las 
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empresas deberán aplicar al personal puesto a disposición y durante el tiempo que 
presten rales servicios, las condiciones generales  contenidas en el convenio  y en 
particular la tabla salarial.  

         La licitud de este tipo de estipulaciones ha sido reconocida por el TSJ Las Palmas 
en sentencias de 6-11-13  (Rec. 780/13), 27-10-14 (Rec. 1117/13), 29-1-15 (Rec. 621/14 
y 29-9-15, Rec. 638/15),  que considera que las mismas no contravienen el art. 82.3 ET, 
desde el momento en que no atraen a su ámbito funcional a empresas de otro sector, 
sino que se limitan a regular la prestación de servicios dentro de su propio ámbito, 
estableciendo una regla, análoga a la que contiene la LETT. No obstante, y de 
conformidad con lo prevenido en el propio convenio provincial de hostelería, el 
Tribunal excluye de ese beneficio  los servicios o tareas especializadas prestados por 
trabajadores cuya categoría profesional y/o funciones no se encuentren incluidos en el 
Acuerdo Laboral de Ámbito Estatal de Hostelería, como la de socorrista (TSJ Las 
Palmas 30 -10-13, Rec. 839/13; 29-4-15, Rec. 1197/14 y y 4-12-15, Rec. 1063/15). 

       Ese tipo de cláusulas, aparte de la ventaja que representa para los trabajadores de la 
EMS y en general de las empresas de servicios, puede ejercer un efecto desincentivador 
de la externalización y convertirse en un estímulo al mantenimiento de las plantillas por 
parte de las empresas que regentan el negocio, que encontraran menos alicientes en la 
subcontratación.   

        Con todo, hay que advertir que el criterio expuesto no es compartido por estas 
Salas de suplicación bajo el argumento de que aun cuando las partes  negociadoras de 
un convenio colectivo tienen plena libertad para fijar su ámbito de aplicación, dicha 
libertad no puede ser entendida en términos tan absolutos que excedan sus efectos de las 
propias unidades de negociación, de manera que sus cláusulas, tanto normativas como 
obligacionales, no pueden afectar a quienes no han sido parte en la negociación (TSJ 
Málaga 23-10-14, Rec. 1336/14 y TSJ Granada 28-1-16, Rec. 2788/15). 

          B.- Trabajadores que realizan simultáneamente dos o más actividades insertas en 
el ámbito funcional de aplicación de diferentes convenios sectoriales  

          En este supuesto, menos habitual en la práctica, se abren distintas alternativas 
entre las que cabe destacar dos: 1ª) adaptar a esa situación el principio de especialidad,  
aplicando el convenio sectorial que corresponda a la actividad preponderante desde la 
perspectiva del tiempo empleado en su realización en cómputo anual, utilizando 
analógicamente la pauta establecida en el art. 22.4 ET; 2ª) aplicar el convenio colectivo 
correspondiente  a la actividad preponderante de la empresa en su globalidad, con 
arreglo al principio de unidad de empresa y unidad de convenio, como hizo la STSJ 
Valladolid 27-5-15 (Rec. 641/15), conociendo del litigio planteado por un encargado de 
una EMS que supervisaba la labor que realizaban trabajadores adscritos a la realización 
de diferentes actividades en diversos centros. La Sala razona que el demandante 
desarrollaba su actividad en el conjunto de la empresa como globalidad, pudiendo 
producirse variaciones en la actividad preponderante en el tiempo y en las zonas. 
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         C.- Trabajadores dedicados en exclusiva a actividades sin cobertura convencional 
sectorial 

         En este caso, no se aplica la  normativa laboral básica, sino el convenio colectivo 
sectorial correspondiente a la actividad principal de la empresa (TS 17-3-15, Rec. 
1464/14), cuya doctrina, elaborada en relación a una contrata que comprendí diferentes 
actividades, puede extenderse a otras situaciones, como la que se da cuando los 
diferentes servicios se prestan en el ámbito de diversas contratas. 

          Ya hemos hecho referencia previa a esa sentencia, si bien ahora conviene reparar 
en otros aspectos. De una parte, en que a la hora de determinar cuál es la actividad 
preponderante de la EMS, la sentencia no toma como ámbito de referencia la contrata 
en cuestión, sino la empresa en su conjunto, lo que abre algunos interrogantes acerca del 
ámbito a considerar. De otra, en que para establecer la actividad principal de la empresa, 
la sentencia se limita a ponderar elementos formales, como la consignada en los 
contratos de trabajo de los demandantes, o el objeto social, si bien ello se explica porque 
en la declaración de hechos probados no se incluyen datos referidos a las características 
de las diferentes actividades llevadas a cabo por la EMS, como los porcentajes de 
facturación y el volumen de empleo por tipo de actividad, que serían las principales 
variables a considerar. 

         No obstante, la conclusión a la que llega la sentencia en función de los términos en 
que se desarrolló el debate en ese concreto proceso, no tiene que prevalecer 
necesariamente sobre otra que puede contar con más elementos de apoyo en función de 
las particularidades de la actividad desarrollada por la comitente y por la ESS, 
especialmente cuando la realizada por ésta encuentra acomodo en el ámbito ordinario de 
la contratante, cual es la de aplicar el convenio colectivo por el que se rige la entidad 
contratante, sea sectorial o de empresa.  Por esta solución se decantó la TSJ Aragón 29-
10-12 (Rec. 610/12), en un supuesto en que la EMS defendía la aplicación de la 
normativa laboral básica. Se trataba de un señalista en las obras del trazado del tranvía 
de Zaragoza; el Tribunal entiende que la particular afinidad de las tareas efectuadas por 
el actor con el sector constructivo en el que ha venido trabajando para regular el acceso 
a las obras justifica la aplicación del convenio colectivo provincial de la construcción, lo 
que implica que el período de prueba establecido en contrato es superior al previsto en 
esa norma convencional y que el salario regulador de la indemnización de despido debe 
ser el fijado en dicho convenio. En esa misma línea se sitúa la TSJ Aragón 9-10-13 
(Rec. 384/13), en relación a una empresa dedicada a la transformación de plásticos, 
cuyas relaciones laborales se rigen por el Convenio Colectivo general de la industria 
química, que externalizó parte de su actividad productiva, que pasó a realizar el 
personal de una EMS en los mismos locales de la empresa principal. Los trabajadores 
de la contratista realizan el trabajo operacional de la fábrica, sacan las piezas de las 
prensas de inyección y atienden el normal funcionamiento de las impresoras, así como 
su manipulación más inmediata; mientras que de la comitente realizan los trabajos 
logísticos, de almacenaje y los técnicos de mantenimiento y supervisión de la 
producción. El Tribunal de suplicación considera que la actividad que realiza la EMS en 
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esa fábrica se incardina en el ámbito de aplicación del convenio sectorial, por lo que 
confirma la sentencia de instancia estimatoria de la demanda de oficio y concluye que 
los hechos declarados probados constituyen el establecimiento de condiciones de trabajo 
inferiores a las establecidas legalmente o por convenio colectivo, previsto en el artículo 
7 de la LISOS, sin que a ello sea óbice que la EMS cuente con un convenio colectivo 
propio, dada su naturaleza extraestatutaria. 

     2.- EMS CON CONVENIO COLECTIVO PROPIO DE EMPRESA 

        A) Planteamiento general 

         El rasgo que caracteriza a este tipo de empresas de realizar múltiples actividades 
de distinta índole, y la inexistencia de un convenio colectivo sectorial específico de 
EMS que discipline las relaciones de trabajo, ha venido haciendo compleja e incierta la 
determinación de la normativa convencional aplicable al personal dedicado a la 
prestación de los diversos servicios atendidos por la EMS en el mismo o en diferentes 
centros de trabajo. Estas dificultades, de las que ya hemos dado cuenta, unidas a los 
problemas de gestión de personal que plantea la aplicación de diferentes convenios 
colectivos, y los generados por el diferente estatus de trabajadores que, en ocasiones, 
desempeñan su labor en el mismo ámbito locativo, podrían justificar  la necesidad de 
establecer una regulación paccionada propia y específica a nivel de empresa, acorde con 
la especificidad del negocio, como mecanismo apto para clarificar y homogeneizar las 
condiciones laborales de la plantilla.  

          No obstante, la realidad que se desprende del contenido de los convenios 
colectivos suscritos a ese nivel es que, en general, su verdadera utilidad ha sido la de 
servir de instrumento para dar cobertura a la imposición a sus trabajadores de un salario 
y unas condiciones laborales más onerosas que las que tendrían si se rigiesen por el 
convenio colectivo sectorial propio de la actividad que llevan a cabo, lo que se ha visto 
favorecido por circunstancias tales como la fragmentación y atomización de la mano de 
obra en lugares de trabajo dispersos, la baja tasa de afiliación y la menor presencia 
sindical en los órganos de representación unitarios, la limitada capacidad de 
movilización y el escaso poder de negociación por parte de los representantes unitarios, 
así como los efectos de la última crisis económica.  

        Esta regulación a la baja en una rama intensiva en fuerza de trabajo, 
preferentemente poco cualificada, cuyos principales costes son los salariales, permite a 
las EMS dotadas de una norma convencional propia competir con ventaja tanto con las 
empresas especializadas en la prestación de un único servicio como con las EMS que 
carecen de convenio propio. En aras  de ese objetivo desarrollan, además, una estrategia 
orientada a “blindar” el convenio colectivo de empresa en todos sus aspectos, y no sólo 
en los enumerados en el art. 84.2 ET, y a afectar al mismo a todos los centros actuales y 
futuros, haciendo abstracción de la representatividad de los sujetos que los firman en 
representación del personal, todo ello con la intención de cerrar totalmente el círculo y 
excluir cualquier posibilidad de aplicación de los convenios colectivos sectoriales.   
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             Como se ha advertido con rotundidad por la profesora Vicente Palacio, “el 
convenio de empresa cede su virtualidad de norma para la regulación unitaria de las 
condiciones de trabajo y como vía para la mejora de las condiciones de trabajo a ser 
instrumentado por la empresa para la elusión de la aplicación de la normativa sectorial, 
recuperando así la ventaja competitiva que se deriva de unas condiciones de trabajo 
negociadas en unas empresas que, en general, se caracterizan por una baja implantación 
sindical, por carecer de representantes de los trabajadores y por su dispersión 
geográfica”.    

             Es, por tanto, en estas motivaciones principales donde hay que buscar la 
explicación al auge que en los últimos años están teniendo los convenios colectivos de 
EMS, fenómeno que se ha visto favorecido de manera decisiva por la reforma que en 
materia de negociación colectiva llevó a cabo la Ley 3/2012, de 6 de julio. A tal efecto, 
es oportuno recordar que esa norma introdujo un triple cambio en el apartado 2 del art. 
84 ET.  

        1º) Confirió prioridad aplicativa al convenio de empresa respecto de  los convenios 
de ámbito superior en determinados aspectos que, a decir de la EM de la Ley 3/12, se 
entienden primordiales para una gestión flexible de las condiciones de trabajo, a saber: 

        * La cuantía de la retribución; habiéndose pronunciado la TS 18-2-15 (Rec. 18/14) 
en el sentido de que si en la fecha de publicación del convenio de empresa estaba 
vigente el convenio sectorial, el hecho de que las partes negociadoras de aquél puedan 
darle efectos retroactivos, no les autoriza a disponer de los derechos económicos de los 
trabajadores consolidados con anterioridad a la fecha de la publicación. Por otra parte, 
el mismo Tribunal aclara que la preferencia en esta materia no permite la supresión de 
conceptos salariales regulados en el convenio sectorial (STS 1-4-16, Rec. 147/15); 

        * La ordenación del tiempo de trabajo; que no puede confundirse con la 
determinación de la jornada máxima anual (STS 1-4-16, Rec. 147/15); 

        * La planificación de las vacaciones; que no comprende su duración (STS 1-4-16, 
Rec. 147/15) 

        * El sistema de clasificación profesional; 

        * Las modalidades de contratación; 

         * La conciliación de la vida laboral, familiar y personal; materias  

          Según interpreta la STC 119/14, esta previsión responde a la finalidad legítima 
“de facilitar una negociación de las condiciones laborales en el nivel más cercano y 
adecuado a la realidad de las empresas y de sus trabajadores, procurando favorecer la 
flexibilidad empresarial en aquellas materias en que el legislador ha considerado que 
puede ser más necesaria la acomodación a las características de la empresa y de sus 
trabajadores”; regulación que responde a la finalidad constitucionalmente legítima de 
defender la productividad y viabilidad de la empresa y, en última instancia, del empleo; 
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objetivos ambos que entroncan directamente con derechos y principios constitucionales, 
como el derecho al trabajo, la libertad de empresa y la defensa de la productividad y el 
fomento del empleo.  

        Frente a ello, el VP emitido sostiene que el verdadero objetivo de la medida no es 
ese, sino transferir el poder normativo convencional existente en el nivel negocial 
dominante hasta su adopción - el convenio de sector provincial-  perteneciente a las 
organizaciones sindicales y a las asociaciones empresariales, al que surge de la 
negociación de la empresa, los titulares de las pequeñas empresas y la representación de 
los trabajadores más típica en esas entidades productivas; esto es y señaladamente, la 
representación unitaria unipersonal, propiciando una descentralización disgregada y 
atomizada. 

          2º) Declaró indisponible para los acuerdos interprofesionales y convenios 
colectivos sectoriales, a los que se refiere el art. 84.2 ET, esa regla de solución de 
conflictos de concurrencia entre convenios colectivos de distinto ámbito. Se trata de 
garantizar así, como precisa la EM de la Ley, la efectiva descentralización de la 
negociación colectiva, en lugar de dejarla en manos de los convenios estatales o 
autonómicos que podrían impedir la preferencia aplicativa del convenio colectivo de 
ámbito empresarial (la TS 26-3-14, Rec. 129/13 reflexiona al respecto). 

        3º) Previno que los convenios de empresa pueden ser negociados en cualquier 
momento de la vigencia de los convenios de ámbito superior. Se permite así, como 
advierte el VP de la STC 119/94, “a pesar de la existencia de una norma convencional 
ya en vigor, abrir un trato contractual con vistas a alcanzar un pacto cuyo único y 
verdadero objetivo es implantar unas condiciones salariales o de tiempo de trabajo 
menos favorables que las fijadas en el convenio de vigencia originaria”. 

         La STS 1-4-16 (Rec. 147/15) aclara que si el convenio colectivo de empresa se 
negocia durante la vigencia del convenio sectorial, mientras sigan vigentes 
simultáneamente ambos convenios, la prioridad aplicativa del primero opera en dos 
planos:  

        a) en los aspectos enumerados en el art. 84.2 ET, aunque la regulación sea menos 
favorable para los trabajadores, “puesto que no rige la norma más favorable (ni global ni 
particularmente), sino la determinada por la Ley para cada concreta materia” de las 
relacionadas en dicho precepto;  

        b) en los aspectos no listados ,“si la regulación del convenio de empresa es más 
favorable para el concreto punto de que se trate”.  

       Por el contrario, en las materias no contempladas en el art. 84.2 ET en las que la 
regulación sea menos favorable para los trabajadores, no se aplica el convenio de 
empresa sino el sectorial. "Espigueo" que el TS considera la técnica correcta para 
determinar la prioridad aplicativa de cada concreto punto de regulación, sin que resulte 
admisible la compensación de materias.  
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         La sentencia añade que una vez finalizada la vigencia de uno u otro convenio, “el 
que reste vigente ocupará el completo ámbito aplicativo y pasará a ser el único convenio 
de aplicación”.  

         Esta previsión  hace que cobren aún mayor importancia las cláusulas de 
ultraactividad de los convenios colectivos sectoriales en tanto que su eficacia se 
proyecta no sólo sobre los trabajadores que se rigen únicamente por ellos, sino también 
sobre los que están sujetos a convenios colectivos de empresas incluidas en su ámbito 
de actuación en los términos señalados. 

         Es de advertir que en el sector que nos ocupa, el alcance de la prioridad aplicativa 
de los convenios colectivos de empresa quedaría sensiblemente reducido si prospera la 
tesis asumida por n la TSJ Madrid 18-5-15 (autos 197/15), en el sentido de que a efectos 
de la prioridad aplicativa prevista en el art. 84.2 ET, la unidad de fijación de 
condiciones es la "empresa" y no una inferior. Entre los diferentes argumentos que 
desarrolla en apoyo de esa interpretación, la sentencia citada emplea uno especialmente 
válido en el ámbito que ocupa la atención, al señalar que el objetivo de la norma al 
utilizar el término “empresa” no puede ser otro que evitar los abusos en que pudieran 
incurrir aquellas empresas que disgregadas en múltiples centros en distintos territorios o 
con centros de trabajo difusos o peculiares por razón de su actividad, como en el caso de 
las empresas que disponen de "lugares de trabajo", perteneciendo el centro al cliente, 
hagan desvanecer las posibilidades de negociación colectiva integral entre trabajadores 
de la empresa en las materias que son las más relevantes en las relaciones laborales.            

        Retomando el hilo conductor de  análisis, hay que advertir que las  EMS 
aprovecharon rápidamente las posibilidades que ofrecía el cambio legal reseñados, 
manifiestamente superiores aún en un sector en el que la delimitación del convenio o 
convenios colectivos sectoriales aplicable presenta cierta dificultad, las organizaciones 
sindicales tienen menor presencia y la representación unitaria la ejerce en ciertos casos 
personal de estructura, más sensible a las reivindicaciones de su empleador. Desde la 
aprobación de la reforma, las EMS alentaron la firma de convenios colectivos de 
empresa cuya verdadera finalidad, como anticipó el  VP de la TC 119/14, es la fijación 
de condiciones más gravosas para los trabajadores que las establecidas en las normas 
paccionadas sectoriales de aplicación en razón de las diferentes actividades llevadas a 
cabo.  

        En el proceso expansivo de esa clase de convenios concurre, además, una nota muy 
relevante, cuál es la de que el contenido de los celebrados es muy amplio, naciendo con 
la vocación de convertirse en la única referencia convencional aplicable no sólo a 
aquellos trabajadores que desarrollan una actividad desprovista, por lo común, de 
cobertura negocial sectorial, como puede ser el dedicado a la prestación de servicios 
auxiliares de seguridad, sino también a aquellos otros cuyos cometidos encuentran 
encaje en un convenio colectivo sectorial. A este respecto uno de los instrumentos 
utilizados ha sido la cláusula de supletoriedad incorporada a la gran mayoría, a tenor de 
la cual en lo no previsto en los mismos se estará a la legislación laboral, y no lo 
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dispuesto en los diferentes convenios colectivos sectoriales, cuya eventual aplicación se 
excluye expresamente en muchos de los firmados.   

         Lo que se persigue, en definitiva, es que todos los trabajadores se rijan 
exclusivamente por el convenio colectivo de empresa en todos los puntos, de forma que 
la regla legal de prioridad aplicativa, limitada a determinadas materias, se transforme, 
por la vía de los hechos, en una regla de prioridad aplicativa absoluta. Con contadas 
excepciones, el papel esencial que han venido desempeñando hasta el momento los 
convenios colectivos de EMS no ha sido el de proporcionar un paraguas convencional a 
los trabajadores que desarrollan una actividad carente de regulación colectiva, sino la de 
sustraer a la aplicación de las normas paccionadas sectoriales a los trabajadores 
incluidos en su ámbito funcional.      

        Esta línea de actuación conduce a que el personal de las EMS quede sometido a 
una doble segregación en cuanto a su retribución y condiciones laborales: la clásica o 
tradicional, respecto de las disfrutadas por los trabajadores de la empresa comitente; y la 
novedosa o moderna,  respecto de las gozadas por los trabajadores que realizan el 
mismo tipo de cometidos por cuenta de la empresa cliente en otros centros o que prestan 
similares servicios para otros terceros.    

           Otra reforma acometida por la Ley 3/2012 que favorece el florecimiento de la 
negociación colectiva a nivel de las EMS, es la que incidió en el régimen de 
ultraactividad de los convenios colectivos, en la medida en que el decaimiento de los de 
ámbito provincial en aquellos sectores en los que no existen otros de ámbito superior 
susceptibles de aplicación, puede contribuir a la creación de nuevas unidades negociales 
a nivel de empresa con el aparente objetivo de cubrir el vacío convencional que encubre 
la verdadera finalidad anteriormente expuesta.       

            Bajo otra perspectiva, es de advertir que en muchos casos la constitución de 
nuevas unidades negociales se trata de articular a un nivel - el estatal - que no se 
corresponde con el ámbito de actuación real de la empresa ni, por ende, con el de los 
representantes de los trabajadores que los conciertan, estrategia que, previsiblemente, 
responde al propósito  de favorecer la expansión de la empresa en otros lugares del 
territorio nacional, usando como señuelo un precio de los servicios sensiblemente 
inferior al de las empresas de la competencia, posibilitado por la reducción de los costes 
laborales derivado de las inferiores condiciones de trabajo a las que queda sometido el 
personal de la contrata, especialmente cuando ésta sea de nueva adjudicación, o cuando 
no siéndolo, la EMS no se ha subrogado en los contratos de trabajo del personal adscrito 
a la misma.     

        Una vez expuestas las notas generales que se consideran esenciales para 
comprender el papel de los convenios colectivos de EMS concertados tras la reforma 
laboral de 2012, y antes de proceder a un examen más profundo de su contenido, 
conviene puntualizar que no obstante su expansión en estos últimos años, la negociación 
colectiva a nivel de empresa en el sector de empresas multiservicios no es un fenómeno 
nuevo, pues encuentra sus orígenes en la segunda mitad de la década de los noventa del 
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pasado siglo, debutando, por tanto, poco después de la aparición de este tipo de 
empresas. En el estudio que en el segundo semestre de 2005 realizó un grupo de 
profesores de la Universidad de Zaragoza, dirigido por el catedrático de la Universidad 
de Zaragoza Juan Rivero Lamas, a instancia de la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos, se constató la existencia de 26 convenios colectivos de ámbito 
estatal de EMS, publicados en el BOE, en el período comprendido entre el 5 de mayo de 
1998 y el 29 de junio de 2005. 

        B) La proliferación de los convenios colectivos de EMS tras la reforma laboral 
de 2012  

        Un reflejo de la decisiva transformación que supuso la consagración, en términos 
imperativos, de la regla de la prioridad aplicativa absoluta del convenio colectivo de 
empresa sobre los de ámbito superior en determinados aspectos básicos de su habitual 
contenido, puede observarse en la proliferación de convenios colectivos de empresa en 
el sector multiservicios, de ámbito estatal, a partir del 11-2-12. En los cuatro años 
transcurridos, a estos efectos, desde la entrada en vigor de la última reforma laboral, 
dado el tiempo que suele transcurrir habitualmente entre la firma del convenio y su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado se han suscrito nada menos que 63 
convenios colectivos de EMS, como es de ver en la Tabla del Anexo, sin contar 
doblemente los 4 que fueron objeto de nueva rúbrica tras haber sido anulados los 
previos por la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional  -Grupo Constant Servicios 
Empresariales SLU; Intecons SA (ahora Claro Sol Facilities SLU); Esc Servicios 
Generales SL; y  Expertus Servicios Hoteleros SL –. 

         No obstante, en este proceso cabe distinguir dos etapas bien definidas. La primera 
se extiende hasta el 31 de diciembre de 2013, período en el que se concertaron 43 
convenios colectivos (23 en 2012 y 20 en 2013). Durante el segundo bienio, su número 
se redujo a 15 (7 en 2014 y 8 en 2015), mientras que el número de los signados en el 
2016 que han sido difundidos en el diario oficial asciende a 5. 

          No es fácil descubrir las razones de un descenso tan marcado. A falta de datos 
sobre los convenios colectivos de EMS suscritos a nivel inferior, cabe aventurar la 
hipótesis de que puede guardar relación con el desplazamiento de la negociación hacía 
niveles inferiores, a la vista de los problemas de legitimación negocial que plantea la 
celebración de convenios estatales y  la respuesta dada por los Tribunales Laborales a la 
que seguidamente se hará referencia.   

       C) La tendencia de los convenios colectivos de EMS a dotarse indebidamente 
de un ámbito estatal   

           Que desde el 1-1-13 hasta la fecha, 44 convenios colectivos de EMS (de ellos 35 
concertados con posterioridad al 11-2-12, lo que representa un 55 % del total de los 
suscritos a partir de esa fecha2, porcentaje que puede aumentar a la espera de los se 
                                                            
2 Otro convenio, el de la mercantil “Prestación de servicios auxiliares concretos y específicos a empresas, 
SL” no fue anulado por haber perdido su vigencia (SAN 26-1-16, Rec. 313/15). 
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resuelva en los que puedan estar pendientes de impugnación), de declarado, por los 
firmantes, nivel estatal, hayan sido anulados por la Sala de lo Social de la Audiencia 
Nacional - que sólo ha desestimado una demanda3 , y cuyos pronunciamientos ha 
confirmado el Tribunal Supremo en los cuatro asuntos de los que, de momento, ha 
conocido4 -, por carecer los representantes unitarios de los trabajadores intervinientes de 
la legitimación exigida por el art. 87.1 ET para negociar un convenio colectivo de ese 
ámbito, al ser superior al del centro o centros de trabajo por los que fueron elegidos, que 
es el que determina el límite de su representatividad5, no  puede considerarse fruto de la 
casualidad, sino de la voluntad consciente de las empresas de desbordar las 
posibilidades de disposición de la comisión negociadora a fin de sujetar a la regulación 
convencional todos los centros presentes y futuros, mejorando de esa forma su posición 
en el marcado al permitirle abaratar sus costes laborales, y facilitar su implantación en 
otras Comunidades al poder ofertar mejores precios por la prestación de los servicios.  

          En punto a la legitimación exigible para que los delegados de personal o los 
comités de empresa puedan negociar un convenio colectivo de empresa, constituye 
doctrina jurisprudencial reiterada, recogida entre, las más recientes. en las sentencias de 
21 de diciembre de 2015 (Rec. 6/15) y 18  y 23 de febrero de 2016 (Rec. 282/14, 
39/15), de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que la requerida descansa sobre el 
principio de correspondencia entre el ámbito de representación del órgano de 
representación unitaria que interviene en la negociación y el ámbito de eficacia del 
convenio, de manera tal que quienes participan en la negociación han de tener la 
representatividad suficiente para vincular a todos los trabajadores del ámbito afectado, 
careciendo de legitimación para negociar un convenio colectivo cuyo ámbito de 
aplicación se extienda fuera del límite geográfico que se corresponde con su propia 
representatividad 

           Para el Tribunal Supremo, se trata de una regla de orden público que no puede 
excepcionarse con base en la inexistencia de representantes en los restantes centros de 

                                                            
3 SAN 17-7-13 (autos 224/13) en relación con el convenio colectivo de la empresa CTC Externalización. 
4 STS 9-6-15 (Rec. 149/14); 10-6-15 (Rec. 175/14) y 18-2-16 (dos) (Rec. 282/14 y 93/15).  
5 Año 2013: 4: Sentencias de 24 de abril, 11 y 25 de septiembre  y 18 de octubre (autos 79/13, 161/13, 
233/13 y 268/13); por las que se anulan los CC de EMS Exeo, Expertus, Mnemon,y Externa 
Año 2014: 6: 29 de enero, 5 y 17 de febrero, 11 de junio, 3 de julio y 5 de septiembre (autos 431/13,  
47/13, 470/13, 101/14, 169/14 y 167/14), a virtud de las cuales se anulan los CC de Grupo Constant, 
Sherco, Alliance, J2Y Sherhotel, Safenia, Adaptalia Especialidades de Externalización;  
Año 2015: 18:  9 y 12 de Marzo; 9 de julio; 9, 10, 15, 17 (dos), 23 y 30 de septiembre de 2015, 9 de 
octubre; 17, 19 y 25 noviembre y 9 10, 11 y 16 de diciembre (autos  2/15, 7/15, 151/15, 175/15, 166/15, 
126/15, 190/15, 169/15, 191/15, 193/15, 203/15, 277/15, 283/15, 282/15, 281/15 y 292/15), por las que se 
anulan  los CC de Klüh Linaer, Doctus España, Alterna, GSA, Esc, Intecons, Stock Uno Grupo de 
Servicios,  Duna Tecnic, Merchanservis, Fidelis, Mantrol, Fissa, APC Bussines Proyect, Initial, Risk 
Steward, Hiermor y Altocu.   
Año 2016: 16:  13, 20 y  27 de enero; 10 y 17 de febrero; 3, 8, 9 10 y  16 de marzo; 1, 13 y 21 de abril de 
2016 ;  12, 13 y 20 de mayo (autos 358/15, 289/15, 315/15, 5/16, 24/16; 7/16, 12/16, 285/15, 52/16, 
68/16, 84/16;, 92/16  y 102/16; por las que se anulan los CC de Bercose, SL. Mediterránea Merch, SL 
SGE Quality Services, Expertus Multiservicios, Jobs Management,  Hottelia Externalización,  CPM 
Expertus Field Marketing; Iman Corporation; Lloyd Outsourcing; Adecco Outsourcing; Sial Servicios 
Auxiliares; SPN Empauxer; Experius, Consultores en Selección y Formación; Avanza Externalización de 
Servicios;. Tuntac Invest; y Translimp Contract Services, S.A.  
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trabajo, pues de ser posible la elección atendiendo al tamaño de sus plantillas, tal 
decisión compete al personal adscrito a los mismos, sin que la inexistencia de esos 
órganos produzca el efecto de conferir legitimación a los designados en otros centros de 
trabajo. Regla cuya aplicación tampoco se puede eludir, a juicio de la Corte de 
casación, bajo el argumento de que los restantes centros no pueden nombrar un 
delegado de personal en función del número de trabajadores ocupados, ni aún en la 
hipótesis que todos los que prestan servicios en ellos otorguen su representación al 
órgano unitario para que negocie en su nombre, al no estar prevista esa forma de 
representación en el art. 87.1 ET. 

          Centrándonos en las EMS, la lectura de las sentencias anteriormente mencionadas 
pone de manifiesto diversas situaciones cuyo deslinde y análisis permite extraer las 
finalidades a las que responde la práctica sancionada por los tribunales. 

           En un primer supuesto, la EMS cuenta con un solo centro de trabajo en el 
momento de iniciarse la negociación de un convenio cuyo ámbito de aplicación se 
conviene extender a todo el territorio del Estado, constituyéndose posteriormente, antes 
de la forma y publicación del convenio, otros centros de trabajo  (SAN 25-9-13, Rec, 
confirmada por STS 10-5-15, Rec. 175/14).  

          En el segundo supuesto, que es el más frecuente,  la EMS cuenta con dos o más 
centros de trabajo en diferentes Comunidades Autónomas y el convenio lo negocian 
únicamente los representantes de uno o varios de ellos,  con la previsión de que se 
aplicará en todos los centros abiertos en el territorio nacional (entre las más recientes, 
SAN 15-9-15, autos 126/15; 20-1-16, autos 317/15; 3-3-16, Rec. 315/15; 8-3-16, autos 
5/16; 12-5-16, autos 84/16; SAN 21-4-16, autos 68/16; 9-3-16, autos 24/16), e incluso 
en los centros que puedan  establecerse en el futuro en ese mismo ámbito  geográfico 
(SAN 17-9-15, autos 190/15; 27-1-16, autos 320/15; 10-3-16; autos7/16; 1-4-16, autos 
285/15; 13-4-16, autos 52/16; 13-5-16, autos 84/16;  20-5-16, Rec. 102/16). En este 
caso, en ocasiones los restantes centros cuentan con representación unitaria y en otros 
no. 

         Una situación singular se da cuando el ámbito personal del convenio se reduce, 
aparentemente, a los trabajadores representados por los órganos unitarios que lo firman, 
pero extendiéndolo a todos los trabajadores contratados a partir de la vigencia del 
convenio, sea cuela sea el lugar de contratación (SAN 5-9-14, autos 167/14). 

        A un supuesto singularmente agravado se enfrenta la SAN 12-3-15 (autos 7/15), en 
la medida en que los delegados unitarios que rubricaron el acuerdo colectivo 
representaban únicamente al personal de estructura, adscrito a las oficinas de Madrid y 
Sevilla, con el objetivo real de extender su aplicación al personal de operaciones, que 
prestaba servicios en las dependencias de las empresas clientes situadas, en su mayoría, 
en las provincias de Huelva, Málaga y Granada.  

          La conclusión que se obtiene de este breve recorrido es que la configuración del  
convenio como estatal responde al intento empresarial de vincular a los empleados de 
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todos los centros de trabajo, actuales y futuros, a unas condiciones menos favorables 
que las que tendrían en razón de la actividad que realizan, favoreciendo de ese modo su 
competitividad, al trabajar con unos costes y precios más reducidos. Y ello, sirviéndose 
de unos órganos unitarios que, en general, presentan una mayor disposición a plegarse a 
sus pretensiones, evitando la intervención sindical, y contando con la escasa capacidad 
de reacción de los centros de trabajo no representados en la negociación.      

        Bajo otro ángulo es de interés reparar en el hecho de que para la Audiencia 
Nacional la anomalía detectada, dado su carácter esencial, no es susceptible de 
subsanación o de corrección, de modo que no es  factible reducir el ámbito del convenio 
colectivo de la EMS al centro o centros de trabajo de los que los firmantes tenían la 
condición de representantes al no ser tal la voluntad de las partes ni la finalidad con la 
que constituyeron la comisión negociadora (entre otras, SAN 30-9-15, autos 193/15 y 
30-12-15, autos 291/15, con cita de la STS 7-3-12, Rec. 37/11). La Sala rechaza 
también la posibilidad de que el convenio se mantenga como extraestatutario, por 
exceder la pretensión deducida al efecto del ámbito propio del proceso de impugnación 
del convenio colectivo por ilegalidad (SAN 25-11-15, autos 281/15).  

         Desde la óptica procesal, merece la pena detenerse, por la trascendencia que puede 
tener a efectos del ejercicio de la acción de nulidad de los convenios colectivos de EMS  
por parte de los Sindicatos, en los razonamientos que, en orden a la legitimación para 
impugnarlos, desarrolla la Audiencia Nacional en la sentencia de 18 de octubre de 2013 
(autos 431/13), en  tanto viene a reconocer que los Sindicatos que negociaron el 
convenio colectivo sectorial en cuyo ámbito funcional se encuadran parte de las 
actividades realizadas por la EMS tienen un interés legítimo en solicitar la anulación, 
por ilegalidad, del convenio colectivo de empresa al ser el único modo de defender el 
acuerdo sectorial que firmaron. En la misma dirección apunta la Sala en la sentencia de 
9 de marzo de 2015 (autos 2/15) al señalar que el Sindicato demandante, que ostenta la 
cualidad de más representativo, presenta un interés cierto y real (no como mero 
guardián de una abstracta legalidad), de que su actividad negocial, plasmada en los 
diversos convenios sectoriales referidos a las distintas actividades productivas de la 
empresa multiservicios, alcance el mayor efecto expansivo posible, por lo que está 
directamente interesado como tal sindicato en que no se lleven a cabo convenios de 
empresa que limiten el ámbito subjetivo de aplicación de los convenios sectoriales por 
él suscritos y correspondientes a las diversas actividades productivas que abarcan su 
ámbito funcional como sindicato.  

        En sentido contrario, se pronunció la propia Sala en sentencia de 6 de marzo de 
2014 (Rec. 450/13), sobre la base de que la entidad demandante – que al igual que en el 
pleito inicialmente reseñado era la Federación Estatal de de Hostelería, Comercio y 
Hostelería de CCOO- no había acreditado que tuviese afiliados en el ámbito de la 
empresa, sin tener en cuenta el dato valorado en la resolución precedente. No obstante, 
en pronunciamientos posteriores ese órgano jurisdiccional no ha cuestionado la 
legitimación de los Sindicatos, por lo que puede afirmarse, en consecuencia, que la 
doctrina favorable a su  reconocimiento está plenamente consolidada.          
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            Con todo, la exposición de esta problemática no sería completa si no tomara en 
consideración el tema de la eficacia temporal de la sentencia anulatoria del convenio 
colectivo de una EMS y las acciones ejercitables una vez firme esa resolución. En la 
primera vertiente, resulta incuestionable que la declaración judicial de nulidad total del 
convenio despliega sus efectos desde el momento en que se pactó. En tal sentido se ha 
venido manifestando el Tribunal Supremo a partir de la sentencia de 16 de febrero de 
2010 (Rec. 1734/09), bajo el argumento de que la sentencia no tiene naturaleza 
constitutiva, sino declarativa, porque se limita a constatar algo que ya existía, esto es, la 
nulidad de la norma convencional en cuestión, por oponerse a otra de superior rango 
jerárquico -en el caso el art. 87.1 ET –, y la privación de eficacia originaria al 
convenio anulado constituye una garantía necesaria del " respeto a las leyes" por parte 
de las disposiciones de los convenios colectivos exigido por el art. 85.1 ET, de lo que se 
deriva la consecuencia de que el efecto de la sentencia anulatoria se produce "ex tunc”. 

          Pues bien, en el marco en el que nos movemos, esta doctrina genera una 
consecuencia pro operario, en la medida en que todos los trabajadores de las EMS 
sometidos a las condiciones peyorativas contenidas en el convenio colectivo anulado 
tienen derecho a reclamar las diferencias resultantes de la aplicación del convenio 
colectivo sectorial correspondiente a la actividad que realizan, o en su caso el de la que 
tenga carácter preponderante en la empresa. Sin embargo, en las bases jurisprudenciales 
no hemos localizado ninguna sentencia que decida sobre este tipo de reclamaciones, lo 
que no quiere decir que no se hayan formulado, si bien existen razones para creer que 
las interpuestas no son muy numerosas, lo que obliga a plantearse la viabilidad de las 
acciones colectivas encaminadas a la efectiva aplicación de dichos convenios por parte 
de la EMS y al abono de las diferencias retributivas correspondientes derivadas no sólo 
del inferior salario sino de la sujeción a otras condiciones con repercusión económica, 
como p. ej., la realización de una jornada anual superior a la estipulada en la norma 
sectorial.  

           Habida cuenta la reforma que en el procedimiento de conflicto colectivo 
introdujo la LJS, norma que otorgó fuerza ejecutiva a las sentencias estimatorias de 
pretensiones de condena susceptibles de ejecución, no parece existir obstáculo para 
admitir el ejercicio de esa clase de acciones colectivas, formuladas con el objeto 
expresado, máxime si el convenio colectivo de empresa ha sido anulado judicialmente a 
instancias del Sindicato que las promueve.  El hecho de que pueda existir una pluralidad 
de convenios sectoriales aplicables en la EMS no puede erigirse en argumento  para 
negar esa posibilidad, sin perjuicio de que el planteamiento de demandas separadas en 
función del convenio colectivo sectorial de que se trate pueda resultar más apropiado, 
máxime si su determinación resulta controvertida. Similar consideración se hace 
extensiva a las acciones colectivas dirigidas a la delimitación de los convenios 
colectivos aplicables a las EMS sin convenio colectivo de empresa y a la reclamación de 
diferencias retributivas.   
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          D) Nuevas vías de salida 

         Conviene tener presente que algunas empresas han intentado abrir una vía de 
escape a la doctrina sentada por la Audiencia Nacional y ratificada por el Tribunal 
Supremo mediante el subterfugio de negociar y publicar el convenio colectivo como de 
centro de trabajo, pero con la intención de que resulte aplicable a trabajadores que 
presten servicios de forma permanente en otros centros distintos, introduciendo las 
cláusulas pertinentes, como las incorporadas a los convenios colectivos de Adaptalia, 
Especialidades de Externalización, S.L., y Adecco Outsourcing SAU, para los centros 
de trabajo de Madrid (BOCM 19-12-2015, y Pozuelo de Alarcón (BOCM 11-7-15). La 
Audiencia Nacional ha cerrado también al paso a este tipo de estipulaciones, 
denotadoras del verdadero ámbito del convenio, en las  sentencias de 4 y 16 de marzo 
de 2016 (autos 17/16 y 12/16).  

          La primera de esas resoluciones revela además la utilización por las EMS de dos 
nuevas fórmulas conducentes al logro de sus intereses; una consiste en la adhesión 
individual al convenio colectivo de empresa de los trabajadores contratados para prestar 
servicios en otras Comunidades; mientras que la restante pasa por la adhesión de los 
representantes del personal de los centros ubicados en otras Comunidades conforme se 
van eligiendo, al convenio colectivo de Madrid que, significativamente, había sido 
suscrito por un delegado de personal que ocupa cargos de responsabilidad en la 
empresa. 

        E).-Características generales de los convenios colectivos de EMS 

        Dada la imposibilidad de analizar con profundidad en el marco de esta intervención 
todos los convenios colectivos de EMS, me limitaré a resaltar algunos puntos de 
especial relevancia, concentrando la mirada en los 63 firmados con posterioridad al 11-
2-12, a modo de meras pinceladas.  

       1ª) Composición del banco social: el 90 % aproximadamente están firmados por 
órganos unitarios y en una buena proporción por delegados de personal. Además, la   
presencia de representantes unitarios desvinculados de los Sindicatos es muy superior a 
la habitual, en los términos señalados por la profesora Vicente Palacio (pág. 90). Lo que   

       2ª) Duración del proceso de negociación: llamativamente breve como ha destacado 
igualmente la citada profesora pág. 94), lo que pone de manifiesto la inexistencia, en 
muchos casos, de una auténtica negociación colectiva.   

       3ª) Ámbito funcional y personal omnicomprensivo: sólo 4 convenios– los de las 
empresas Clece SA, ISS Facility Services. SA, Acciona Multiservicios  SA, Esc 
Servicios Generales SL - circunscribe su ámbito a los trabajadores que pertenecen a 
sectores que carecen de regulación convencional específica de cualquier ámbito, salvo 
que se les estuviera aplicando la regulación convencional de un sector que en principio 
no les corresponde, con condiciones superiores, supuesto en el que se establece que 
seguirán rigiéndose por la citada regulación convencional y sus posteriores revisiones o 
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renovaciones. El resto de convenios engloban la totalidad de las actividades 
desarrolladas por la empresa y a los trabajadores que las llevan a cabo en las empresas 
clientes, teniendo por tanto definido un ámbito funcional y una eficacia personal 
general.   

        4ª) Ámbito temporal: la duración media pactada se sitúa en 4 años, aunque existen 
convenios que la superan ampliamente llegando hasta 8.   

        5ª) Amplitud de su contenido: como ya se ha adelantado, los convenios proceden  a 
una regulación integral y omnicomprensiva de las relaciones laborales individuales y 
colectivas, con el designio de convertirse en la única referencia convencional aplicable a 
todos los trabajadores incluidos en su ámbito de aplicación.   

         6ª) Retribuciones: la cuantía del salario es sensiblemente inferior a la fijada en los 
convenios colectivos sectoriales para trabajos similares. En el caso de una categoría 
profesional muy relevante en el sector multiservicios como en la de limpiadora, en una 
intervención anterior se fijó la diferencia en torno al 30 %. Un estudio difundido por 
UGT en el mes de julio de 2015 con una muestra diferente lo fija con carácter general 
próximo al 31 %. Por su parte, la profesora Vicente Palacio ha realizado un estudio 
diferenciado por sectores (pág. 120 y ss).     

       7ª) Jornada de trabajo: la citada profesora ha estudiado también este aspecto, 
llegando a la conclusión de que en el 55,3 % la jornada anual es la jornada máxima legal 
de 1826 horas, imponiendo 3 de cada 4 convenios una jornada superior a las 1800 horas, 
llegando al 83 % los convenios que contemplan la semana laboral de 7 días y al 85,1 % 
los que prevén la distribución irregular de la jornada (pág.  127 y ss).  

       8ª)  Cláusula de supletoriedad: un porcentaje muy elevado de convenios contiene 
cláusulas genéricas de remisión, en lo no previsto en los mismos, al ordenamiento 
laboral común, sin hacer ninguna referencia a los convenios colectivos sectoriales que 
regulan las diferentes actividades que desarrollan ni establecer salvedad alguna al 
respecto. 

 IV.- PROBLEMA ESPECIFICOS DE LA SUBROGACION POR Y DESDE LAS 
EMPRESAS MULTISERVICIOS  

          Además de los problemas comunes que se plantean con ocasión de la 
externalización y reversión de la gestión de servicios y de la sucesión de contratas de 
servicios, los trabajadores de las EMS, y también los de las empresas clientes, se 
enfrentan a algunos específicos, En la práctica, los más frecuentes tienen que ver con la 
determinación del convenio colectivo aplicable a esos efectos, cuestión que ya ha sido 
objeto de análisis, por lo que como forma de aproximación a la temática singular que se 
manifiesta en esta materia, nos centraremos en clasificar los diferentes supuestos que 
forman el espectro de los que se vienen suscitando ante la jurisdicción social y en 
sintetizar las soluciones que han venido ofreciendo sus órganos, intentando identificar 
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posibles particularidades. Con ese propósito cabe distinguir los cinco supuestos 
generales que siguen.   

      1º) Externalización de actividades a favor de EMS 

      En este grupo hay que tomar en consideración al menos dos escenarios de obligada 
diferenciación: 

      a) El primero acoge un fenómeno fruto de la última crisis, pero con vocación de 
consolidarse como herramienta de gestión de personal, cuál es la externalización de 
determinados servicios o parcelas de la actividad empresarial como forma de reducir 
costes laborales.  

      Los tribunales han admitido la licitud de esta  práctica siempre que concurran causas 
económicas, técnicas, organizativas o productivas debidamente probadas que lo 
justifiquen.  

       La operación se instrumenta a través del despido colectivo u objetivo de los 
trabajadores que desarrollaban la actividad externalizada, o en su caso de la 
modificación sustancial de sus condiciones laborales, y de la encomienda del servicio  a 
una empresa, cuyo personal percibe un salario y trabaja bajo unas condiciones 
notablemente inferiores a las de aquél al que sustituyen. El caso más ejemplificativo es 
de la externalización de la limpieza de las habitaciones y zonas comunes de un Hotel, 
servicios que pasan a ser desempeñados por una empresa contratista a través de su 
propio personal, actuación empresarial que fue validada por la SAN 15-7-13 (autos 
200/13), confirmada por la STS 23-9-14 (Rec. 66/14). 

       En este marco hay que situar las acciones de despido ejercitadas por los 
trabajadores afectados por el cese frente a su empleador y la empresa adjudicataria, y en 
particular las formuladas en aquellos casos en que la contratista es una EMS, como en 
los que resuelven las STS Madrid 21-9-15 (Rec. 273/15) y STSJ Cataluña 18-1-16 (Rec. 
6249/15), referidas ambas al Departamento de Pisos de un Hotel (en la segunda consta 
que el coste de la limpieza por habitación ocupada se fijó en 6,32 euros y el de las zonas 
comunes en 11,75 € por hora), y la STSJ Galicia 8-3-16 (Rec. 218/16) en la que el 
servicio implicado fue el de gestión y control del acceso de recinto y venta del ticket de 
entrada en un Parador.  En todos esos litigios la respuesta de la Sala de suplicación fue 
la de convalidar la decisión extintiva, y rechazar que la externalización implicase la 
continuación del servicio obstativa a la apreciación del requisito de la amortización  
efectiva de los puestos afectados, dadas las diferencias apreciables en cuanto a su 
prestación, sin que los Tribunales llegasen a plantearse tan siquiera la eventualidad de la 
subrogación. No obstante, en la resolución referenciada, la Sala de Madrid da cuenta del 
razonamiento del juzgado de instancia en el sentido de que la EMS demandada no tiene 
que subrogarse en los contratos de trabajo del anterior personal ni ex lege, ni 
convencionalmente, ni por previsión contractual de ningún tipo. A igual conclusión 
llega la STSJ Murcia 2-11-15 (Rec. 1024/14), al calificar como procedentes los 
despidos acordados por un Hotel que subcontrató los servicios de cafetería y pisos (a 
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4,90 € por habitación ocupada frente a los 7,39 € que representaba limpiarlas con 
persona de plantilla), con la particularidad de que en ese caso la EMS ofreció a las 
camareras de pisos incorporarse a su plantilla con respeto de los derechos adquiridos, lo 
que las trabajadoras no aceptaron.  

     Como es de ver, en estos supuestos el debate no gira en torno al instituto de la 
subrogación cuya aplicación, por lo general, no interesa a los trabajadores afectados, 
sino  sobre la concurrencia de las causas alegadas por la empresa para justificar el 
despido y sobre la razonabilidad de la subcontratación como medio para hacerles frente, 
sin que, al menos hasta la fecha, se hayan abordado cuestiones específicas relacionadas 
con la naturaleza multiservicios de la empresa contratista. Ello no significa que la 
doctrina fijada por los tribunales en este punto no haya tenido una mayor incidencia en 
ese campo en la medida en que las EMS pueden beneficiarse en mayor medida de ella al 
poder competir en mejores condiciones.       

       b) En el segundo escenario, la empresa decide externalizar parte de su actividad a 
una EMS, que se subroga en el personal dedicado a su ejecución, y la controversia se 
centra en la validez de esa operación desde la perspectiva del artículo 44 del Estatuto de 
los Trabajadores, esto es, en verificar si la misma encuentra o no encaje en dicho 
precepto.  

       Una muestra representativa la encontramos en la STJ Madrid 10-2-14 (Rec. 
1379/13) que declaró la nulidad de la operación llevada a cabo por un canal de 
televisión que transfirió a una EMS el personal adscrito al servicio de documentación, y 
reconoció su derecho a reintegrarse en la plantilla de su empresa, por entender que no se 
había producido la transmisión de una unidad productiva autónoma.     

        Resulta trasladable a este supuesto la valoración final efectuada respecto del 
precedente. 

       2º) Recuperación, por la empresa comitente, de la gestión del servicio 
subcontratado  

       Esta situación conforma el reverso de la descrita en el epígrafe anterior, como es de 
ver en el caso enjuiciado por la STSJ Valladolid 23-7-15 (Rec. 690/15), en el que una 
empresa hotelera que tenía subcontratado el servicio de limpieza de habitaciones y 
zonas comunes con una EMS, decidió atenderlo directamente con personal propio, sin 
incorporar a una de las trabajadora de la EMS que lo venía cubriendo, pero sí a otras 
tres, en cumplimiento del compromiso contraído en el contrato de arrendamiento de 
servicios celebrado con una anterior adjudicataria. La empleada no subrogada formuló 
demanda por despido que fue estimada en suplicación al apreciar la existencia de una 
sucesión de empresa por asunción de plantillas del art. 44 ET. 

      Más allá de este supuesto, es decir, en los casos en que concurre la sucesión de 
plantillas, los problemas que se plantean son también coincidentes con los que surgen 
en relación a las empresas tradicionales de servicios, cuyo análisis se aborda en otra 
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ponencia y en el que la doctrina sentada por la STJUE 26-11-15 (asunto C-509/14)  abre 
nuevas posibilidades.      

       3º) Rescisión de una o más contratas a una o varias empresas clásicas de 
servicios y asunción por una  EMS 

        Dentro de este grupo es posible diferenciar dos situaciones en función de que la 
EMS cuente o no con un convenio colectivo de empresa. 

        a) Regulación convencional propia 

        En esta hipótesis, un tema de especial incidencia práctica es el referido a las 
eventuales consecuencias enervatorias del mecanismo de la subrogación de la falta de 
regulación de la materia  en el convenio colectivo de la EMS que se hace cargo de la 
contrata.  

        El problema se aborda en la STSJ Castilla-La Mancha 18-2-16 (Rec. 1801/15), y 
en las que en ella se citan conociendo del mismo supuesto. Los actores en el proceso, 
cuya relación laboral era de carácter indefinido, prestaban servicios consistentes en la 
instalación de contadores de Iberdrola por cuenta de una empresa especializada sujeta al 
convenio colectivo de Industrias y Servicios del Metal de la provincia de Albacete cuya 
disposición adicional 2ª contiene la cláusula clásica de subrogación para los supuestos 
de sucesión de contratas, a cuya aplicación se opuso la EMS Umano Servicios 
Integrales SL argumentando que el convenio colectivo de empresa por el que se rige 
(BOE 6-8-12) no contempla esa obligación para el caso de adjudicación de obra o 
servicio, y que en lo no regulado en el mismo remite a las normas de carácter general, al 
no existir un convenio colectivo sectorial de referencia dada la actividad de la empresa 
(art. 72). La Sala se aparta de la solución dada en la instancia y considera que  la 
empresa entrante no podía excusarse de la obligación de subrogación en los trabajadores 
adscritos a la contrata, por lo que su negativa a hacerse cargo de los mismos manifiesta 
despido.  En el mismo sentido se pronuncia la STSJ Galicia 26-1-16 (Rec. 4057/15). 

          Los argumentos que utilizan las mencionadas resoluciones para justificar la 
aplicación de la previsión subrogatoria prevista en la norma sectorial pueden sintetizarse 
de la siguiente forma: 1º) el elemento decisivo para determinar el Convenio aplicable a 
efectos de la subrogación es la índole de la actividad  transferida, que cae dentro del 
ámbito funcional del convenio provincial, cuya aplicación supletoria no se puede eludir 
al no poder disponerse del ámbito de aplicación de los Convenios Colectivos (art. 82.3 
ET); 2º) dado que el convenio provincial sí prevé la obligación de subrogación y el 
convenio de empresa no, nos encontramos ante un supuesto de concurrencia no 
conflictiva de normas, que no impide la aplicación de la obligación impuesta en el 
sectorial, cuyo desconocimiento entraña un fraude de ley; 3º) la aplicabilidad de la 
doctrina  jurisprudencial recaída en torno a la exigibilidad del deber de subrogación a 
los centros especiales de empleo en supuestos de sucesión de contratas. 
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       b..- Ausencia de regulación convencional propia  

       En esta hipótesis se abren varias posibilidades: 

       1ª) Que la empresa saliente se  rigiese por un convenio sectorial que establezca el 
deber de subrogación.  

       En este caso la doctrina de suplicación está dividida. Por un lado, se dice que 
habida cuenta de que el objeto del nuevo contrato coincide con el del anterior, la EMS 
queda sujeta a la cláusula subrogatoria prevista en el mismo con independencia de la 
actividad principal, preponderante o de carácter multidisciplinar que desarrolle (TSJ 
Burgos 23-1-14, Rec. 5/14). Por otra parte, se indica que la actividad de la EMS no 
encuentra encaje en el ámbito funcional del convenio, por lo que se excluye la 
aplicación de dicha estipulación (TSJ Galicia 16-6-14, Rec. 1050/14)  

        Una situación que puede plantearse con mayor habitualidad en las EMS como 
consecuencia de la mayor movilidad del personal es el de que determinados trabajadores 
no acrediten el tiempo de servicios mínimo en el centro de trabajo inmediatamente 
anterior al cambio de contrata exigido por algunos convenios colectivos sectoriales. Este 
problema se ve con claridad en la STSJ Madrid 18-12-15 (Rec. 690/15) en la que la 
demandante, de resultas del cambio impuesto, no pudo completar los 4 meses previstos 
en el convenio sectorial aplicable. Para el Tribunal carece de relevancia el hecho de que 
el destino a otra contrata fuera -en la intención empresarial- provisional o definitivo, 
pues la norma establece un requisito objetivo indubitado, en cuanto atiende no a una 
antigüedad de cuatro meses en general sino a los 4 últimos meses.  

       4º) Rescisión de la contrata a una EMS y adjudicación a una o varias empresas 
clásicas de servicio 

      En este caso se declara la obligación de subrogación si la EMS saliente aplicaba al 
personal destinado a esa actividad un convenio colectivo sectorial que la impone y se 
corresponde con la clase de trabajo prestado aunque la entrante considere que es otro el 
que debió haberse aplicado  (TSJ Asturias 28-6-13, Rec. 1076/13). Sin embargo, tal 
deber se descarta si no existe previsión convencional alguna que imponga la 
subrogación ni elementos que permitan apreciar la existencia de una sucesión legal de 
empresa (TSJ Cataluña 18-7-14, Rec. 2089/14). Por su parte, la STSJ Galicia  8-7-15 
(Rec. 1905/15) se enfrenta a este supuesto pero desde la perspectiva de la  sucesión de 
plantilla  

       5º) Sucesión de EMS 

         Dependiendo del tipo de actividades afectadas y de los convenios colectivos 
aplicables pueden darse diversas situaciones 
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       a) Que la regulación sectorial por la que se venían rigiendo los trabajadores de la 
contrata contemple la obligación de subrogación en cuyo caso la entrante deberá hacerse 
cargo de los mismos, sin poder invocar otros distintos, como en los casos que resuelven 
la TSJ Aragón 22-5-14 (Rec. 280/14) y TSJ Valladolid 2-4-14 (Rec. 252/14).  

       b) Que una de las actividades afectadas por el cambio carezca de regulación 
sectorial específica, como sucede en general en los denominados servicios auxiliares 
(control de accesos de personas y vehículos, etc.). En ese supuesto se ha entendido que 
no procede la subrogación de los trabajadores adscritos a los mismos al no existir 
ninguna norma convencional que la imponga, sin que pueda apreciarse la sucesión de 
plantillas sobre la base de que la nueva contratista se hizo cargo de los trabajadores de 
los restantes servicios sometidos a disposiciones convencionales que sí establecían ese 
deber (TSJ La Rioja 4-7-14, Rec. 114/14), o de que la nueva adjudicataria de otro se 
subrogó en el personal por imponerlo así el pliego de condiciones (TSJ Madrid 13-2-15, 
Rec. 834/14).        

     c) Que ambas EMS se rijan por convenios colectivos de empresa en los que no se 
prevea la subrogación, como en el supuesto al que se enfrenta la TSJ Madrid 4-10-13 
(Rec. 1043/13) para negar la existencia de esa obligación sobre la base de lo dispuesto 
en el art. 44 ET, tal vez porque la actividad en cuestión carecía de regulación sectorial 
propia.  
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ANEXO.-  RELACION DE CONVENIOS COLECTIVOS 
ESTATALES DE EMS FIRMADOS CON POSTERIORIDAD AL 11-
2-12 

 

EMPRESA           FECHA 
FIRMA Y 

PUBLICACION  

PARTE SOCIAL DURACION 

DUNA TECNICS 24-2-12 (BOE 17-
4-12) 

Comité de Empresa 3 años (31-12-14) 

PARTNERWORK 
SOLUTIONS, S 

18-4-12 (BOE 11-
7-12)  

Delegado de 
personal 

4 años (31-12-15) 
 

LLOYD 
OUTSOURCING 
SL 

19-4-12 (BOE 9-7-
12) 

Delegado de 
Personal 

5,8 años (31-12-17)  

ALTOCU 
SERVICIOS 
INTEGRALES SL 

20-4-12  
(BOE 7-6-12) 

Delegados de 
Personal 

5 años 
(24-4-27) 

EXPERTUS 
MULTISERVICIOS 
SA  

25-4-12 (BOE 3-7-
12) 

Comité de Empresa 5 años (30-4-17) 

SERVIMAX 
SERVICIOS 
GENERALES, SA 

16-5-12 (BOE 18-
7-12) 

Secciones CCOO-
UT-USO 

3 años (31-12-14)  

UNIQUE 
PERSONAL SLU 

21-5-12 BOE 24-9-
12) 

Delegada de 
Personal 

4,7 años (31-12-16) 

UMANO 
SERVICIOS 
INTEGRALES 

25-5-12 (BOE 6-8-
12) 

Comités y 
Delegados 

4 años 
(31-12-14) 

    
ONET ESPAÑA SA 30-5-12 (BOE 19-

6-13) 
CCOO y UGT 1,7 años (31-12-14) 

GRUPO 
CONSTANT 
SERVICIOS 
EMPRESARIALES 

1-6-12 (BOE 30-1-
13) 

Delegados de 
personal 

5 años (31-12-15) (*) 

 
CITIUS 
OUTSOURCING 
ENTERPRISE SL 

31-7-12 (BOE 5-
10-12) 

Delegados 6 años (31-12-17) 

PROSEGUR 
MULTISERVICIOS 
SA 

3-8-12 (BOE 25-9-
12) 

Delegados  y 3,5 años (31-12-15) 

GSA SOLUCIONES 
EMPRESARIALES 

19-9-12 (BOE 27-
11-12) 

Delegados de 
Personal 

5 años (31-10-17) 
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TUNTAC INVEST 
SL 

24-9-12 (BOE 21-
12-12) 

Delegado de 
Personal 

3 años (20-7-15) 

RISK STEWARD, 
SL 

26-9-12 (BOE 4-2-
13) 

Comité de Empresa 3,7 años (31-12-15) 

EXEO GESTIÓN 
INTEGRAL, SLU 

27-9-12 (BOE 10-
11-12) 

Delegado de 
personal 

4 años 
(31-12-15) 

MANTROL 
SERVICIOS, SL 

13-10-12 (BOE 4-
2-13) 

Comité de Empresa 4 años 
(31-12-16) 

STOCK UNO 
GRUPO DE 
SERVICIOS SL 

15-11-12 (BOE 1-
1-13) 

Comité de Empresa 5 años (31-12-17) 
 

    
TRES PUNTO UNO 
SL 

19-11-12 (BOE 6-
3-13) 

Comité de Empresa 4 años (31-12-16) 

FIDELIS 
SERVICIOS 
INTEGRALES SL 

11-12-12 (BOE 16-
1-13) 

Delegado de 
personal 

5 años (31-12-17) 

ESC SERVICIOS 
GENERALES, S.L. 

13-12-12 (BOE 13-
2-13) 

Comité y 
Delegados 

4 años (31-12-16 (**) 

INTECONS SA 
AHORA CLARO 
SOL FACILITIES 
SLU 

18-12-12 (BOE 20-
4-13) 

Comité de Empresa 3 años (31-12-15) 
(***) 

DENBOLAN 
OUTSOURCING 
SL 

27-12-12 (BOE 18-
3-13) 

Delegados de 
personal 

2 años (31-12-14) 
 

DOCTUS ESPAÑA 
SL 

3-1-13 (BOE 4-3-
13) 

Delegado de 
Personal 

5 años (31-12-17) 

FISSA SERVICIOS 
AUXILIARES SL 

4-1-13 (BOE 2-4-
13) 

Delegado de 
Personal 

3 años (31-12-15) 

SAFENIA SL 23-1-13 (BOE 12-
4-13) 

Comité de Empresa 3 años (31-12-15) 

MEDITERRÁNEA 
MERCH, SL 

6-2-13 (BOE 21-3-
13) 

Delegados de 
Personal 

5 años (31-12-17) 

MERCHANSERVIS 
SA 

8-2-13 (BOE 21-3-
13) 

Comité de Empresa 4 años (31-12-16) 

    
ALLIANCE 
OUTSOURCING 
S.L. 

8-2-13 (BOE 1-7-
13) 

Delegado de 
Personal 

3 años (31-12-15)  

RANGO 10 S L 15-2-13 (BOE 10-
5-13) 

Comité de Empresa 3 años (31-1-15)  

EXTERNA TEAM 
SL 

20-2-13 (BOE 24-
4-13) 

Delegado de 
Personal 

5 años (31-12-17) 
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EXPERTUS 
SERVICIOS 
HOTELEROS SL 

1-3-13 (BOE 25-4-
13) 

Delegado de 
Personal 

5 años (31-3-18) 
(****) 

IMAN 
CORPORATION 
SA 

14-3-13 (BOR 4-7-
13) 

Comité de Empresa 4 años (31-12-16) 

BERCOSE SL 25-3-13 (BOE 31-
5-13) 

Comité de Empresa 4 años (31-3-17) 

CLECE SA 17-4-13 (BOE 27-
6-13) 

CCOO Y UGT 2 años (31-12-14) 

PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS 
AUXILIARES 
CONCRETOS Y 
ESPECÍFICOS A 
EMPRESAS, S.L 

22-4-13  
(BOE 4-7-13) 

Comité de Empresa 2 años (31-12-14 

    
SHERCO AL 
DETALLE SL 

8-5-13 (BOE 14-6-
13) 

Delegado de 
Personal 

1,8 años (31-12-14) 

    
HOTTELIA 
EXTERNALIZACI
ÓN SL 

29-5-13 (BOE 22-
7-13) 

Delegados de 
Personal 

7,8 años (31-12-20) 

    
INITIAL 
FACILITIES 
SERVICES, S.A. 

20-6-13 (BOE 13-
8-13) 

Delegados de 
Personal  

5 años (31-12-17) 

 ACCIONA 
MULTISERVICIOS
, SA 

11-7-13 (BOE 18-
10-13) 

Delegados de 
personal 

1,5 (31-12-14) 
 

KLUH LINAER 
ESPAÑA. S.L 

12-9-13 (no se 
publica 

Comité de Empresa  

 J2Y SERHOTEL 
OUTSOURCING 
SLU 

30-9-13 (BOE 
2012-13) 

Delegados de 
Personal 

1,2 (31-12-14) 

CPM EXPERTUS 
FIELD 
MARKETING SAU  

14-10-13 (boe 19-
12-13) 

Comités y 
Delegados 

4,5 (31-12-17) 

ATE SISTEMAS Y 
PROYECTOS 
SINGULARES S, 

27-1-14 (BOE 21-
3-14) 

Comités y 
Delegados 

5 años (31-12-18) 

    
 
 SGE QUALITY 
SERVICES SL 

3-2-14 (BOE 28-2-
14) 

Delegados de 
personal 

4 años (28-2-18) 

ISS FACILITY 
SERVICES SA 

17-2-14 (BOE 12-
9-14) 

CCOO-UGT 3 años (31-12-16) 

RANDSTAD 
PROJECT 
SERVICES SLU 

17-2-14 (BOE 24-
3-14) 

UGT-USO 3 años (31-12-126) 
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V2 
COMPLEMENTOS 
AUXILIARES SA  
 
Ahora  ILUNION 
OUTSOURCING, S. 
A. 

11-2-14 (BOE 14-
4-14) 

Comité 
Intercentros 

3 años (31-12-16) 
Prorrogado a 31-12-17

    
EXEO GESTIÓN 
INTEGRAL SLU 

5-5-14 (BOE 24-6-
14) 

Comités y 
Delegados 

4,6 años (31-12-18) 

ALTERNA BPO 
S.L.  

18-9-14 (BOE 21-
11-14) 

Delegados de 
personal 

6 años (31-5-20) 

PRÓXIMA 
SERVICIOS 
EMPRESARIALES 
SL 

2-2-15 (BOE 29-4-
15) 

Delegados de 
personal 

4,1 años (31-12-17) 

UNICAMP 
SERVICES SL  

26-2-15 (BOR 21-
4-15) 

Sección Sindical 
SAC 

4 años (31-12-18) 

SERVICIOS 
OPERATIVOS 
INTERNOS SAU 

27-2-15 (BOE 21-
4-15) 

Delegados de 
personal 

4 años (31-12-18) 

    
ELA HIERMOR 
ASOCIADOS SLU 

6-3-15 (BOE 31-3-
15) 

Delegados de 
personal 

5 años (31-12-18) 

SERVICIOS 
INTEGRALES DE 
FINCAS URBANAS 
DE MADRID, SL 

Centro Especial de 
Empleo 
 
 

22-4-25 (BOE 5-1-
16 

Comités de 
Empresa 

1,8 años  
(31-12-12-16) 

ALIANZAS Y 
SUBCONTRATAS 
SA 

28-4-15 (BOE 6-8-
15) 

Delegados de 
personal 

3,4 años (31-12-18) 

GRUPO 
CONSTANT 
SERVICIOS 
EMPRESARIALES 

26-5-15 (BOE 19-
8-15) 

Sindicatos  5 años (31-12-17) 

SPN EMPAUXER, 
S.L. 
 

28-5-15 (BOE 25-
9-15) 

Delegados de 
personal 

3,7 años (31-12-18) 

PROSEGUR BPO 
ESPAÑA, SL 

 

22-12-15 
(BOE 16-2-16) 

Delegados de 
Personal 

4 años (31-12-19) 

ALARES SOCIAL, 
S.A.) 
 

28-1-16 (BOE 22-
4-16) 

Delegados de 
personal 

4 años (31-12-19) 
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(Centro Especial de 
Empleo 

SERVIGESPLAN, 
S.L. 

4-2-16 (BOE 5-5-
16) 

Comités y 
Delegados 

4 años (31-12-19 

SOLUCIONES DE 
EXTERNALIZACI
ÓN HOTELERA, 
SL, 

4-3-16 (BOE 16-5-
16) 

Delegados de 
personal 

9 meses (31-12-16) 

GOLD ADVANCE 
INVESTMENTS, 
SL. 
 

24-2-16 (BOE 29-
4-16) 

Delegados de 
personal 

31-12-16 (2 años 

MARC CLEAR, SL. 
 

14-4-16 (BOE 6-6-
16) 

Delegados de 
personal 

31-12-21 (5,8 años) 

 

 (*) Tras su anulación, el 26-5-15 se firmó nuevo convenio, en este caso por los Comités 
de Empresa y los Delegados de Personal (BOE 19-8-15), de 3 años de duración (2015 a 
2017).  

(**) Tras su anulación, el 21-12-15 se firmó nuevo convenio, en este caso por las 
Secciones Sindicales (BOE 2-2-16), de 2 años de duración (2016-2017).  

(***) Tras su anulación, el 3-8-15 se firmó nuevo convenio, en este caso por una 
sección sindical (BOE 13-4-16), de 1 año de duración (2016).  

(***) Tras su anulación, el 24-10-13 se firmó nuevo convenio, también por los 
delegados de personal (BOE 23-1-14), y con la misma duración. 


